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Resumen  

 

La presente monografía contiene un análisis de los obstáculos que por cuestiones institucionales, 

jurídicas y socioculturales han dificultado la implementación a la ley 1761 de 2015 Ley Rosa 

Elvira Cely en el municipio de Guadalajara de Buga para el período 2015–2023. Por cuyas razones 

ha sido objeto de análisis la eficacia de la mencionada norma con respecto a la prevención del 

feminicidio y la protección integral de los derechos de las mujeres, siendo utilizada una 

metodología de tipo cualitativa, con diseño analítico-descriptivo, revisión de fuentes doctrinales, 

jurisprudenciales, normativas y los mismos informes oficiales, cuya falta puede estar 

robusteciendo la violencia de género que ocurre en el municipio, desde las teorías feministas y el 

modelo ecológico de la violencia en la OMS, donde se especifican y explican una serie de factores 

estructurales, relacionales e institucionales que pueden ayudar a comprender el problema social. 

Los resultados indican, que si bien la Ley 1761 constituyó la producción de norma sancionatoria 

al tipificar el feminicidio como un delito autónomo, su implementación en la ciudad de Buga ha 

mostrado limitaciones en cuanto a la débil capacidad institucional, la poca formación con enfoque 

de género y la falta de articulación entre las autoridades judiciales, sociales y administrativas de 

su jurisdicción, a lo que se sumarían elementos culturales y económicos que reforzarían la 

debilidad de las políticas públicas de prevención. Se concluye que el acatamiento de la ley pasa 

por el fortalecimiento de la integralidad de las instituciones, como por el diseño, la implementación 

y la puesta en marcha de estrategias pedagógicas de la política criminal con enfoque de derechos 

humanos y perspectiva de género, que garantice justicia y protección de las mujeres en el país. 

Palabras clave: feminicidio, Ley 1761 de 2015, violencia de género, derecho penal, 

Guadalajara de Buga, política criminal. 
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Abstract  

 

This monograph contains an analysis of the institutional, legal and socio-cultural obstacles that 

have prevented the implementation of Law 1761 of 2015 in the municipality of Guadalajara de 

Buga for the period 2015-2023. The effectiveness of the above-mentioned standard with regard to 

the prevention of femicide and the comprehensive protection of women’s rights has been analysed, 

a qualitative methodology is used, with an analytical design, descriptive that reviewed doctrinal 

sources, jurisprudential, normative and the same official reports, whose lack may be strengthening 

gender violence occurring in the municipality; from feminist theories and the ecological model of 

violence in WHO would specify and explain the range of structural, relational and institutional 

factors which can help to understand the social problem. The results show that although Law 1761 

constituted the production of a punitive norm by classifying feminicide as an autonomous crime, 

its implementation in the city of Buga has shown limitations regarding the weak institutional 

capacity, training with a low gender focus and the lack of coordination between the judicial, social 

and administrative authorities in their jurisdiction; to this would be added cultural and economic 

elements that would reinforce the weakness of public prevention policies; it is concluded that 

compliance with the law requires the strengthening of the integrality of institutions, the design, 

implementation and implementation of educational strategies as well as criminal policy with a 

human rights and gender perspective to ensure justice and protection for women in the country. 

Keywords: feminicide, Law 1761 of 2015, gender violence, criminal law, Guadalajara de 

Buga, criminal policy. 
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Introducción 

 

La presente monografía, cuyo título es “Balance de los desafíos en la implementación de 

la Ley 1761 de 2015 en el municipio de Guadalajara de Buga para el periodo 2015–2023”, revisa 

los avances, limitaciones y dificultades que surgen a partir de la aplicación de esta ley, que es 

conocida como Ley Rosa Elvira Cely, cuyo objeto consiste en tipificar el feminicidio como delito 

-con pena privativa de libertad- en el seno del sistema penal colombiano. Su objetivo fundamental 

reside en evaluar la eficacia de tal ley para prevenir la violencia contra las mujeres y garantizar su 

derecho a la vida y a la dignidad humana. En este trabajo se aborda el fenómeno social del 

feminicidio como una problemática estructural que no se limita al ámbito jurídico, sino que 

involucra aspectos culturales, sociales e institucionales que permiten entender el porqué de la 

extensión de esta forma extrema de ejercer la violencia de género. 

La investigación se justifica en la necesidad de mostrar las distancias que existen entre la 

norma y su aplicación práctica, sobre todo en contextos municipales donde la capacidad 

institucional y los recursos que se han destinado a la protección de los derechos de las mujeres son 

limitados. En este sentido, resulta pertinente observar el proceso de feminicidio en Guadalajara de 

Buga, puesto que permite identificar las dinámicas locales que impiden la eficaz aplicación de la 

política criminal y formular pautas para el fortalecimiento de la justicia con enfoque de género. En 

adición, el estudio fomenta el debate académico y jurídico en torno a la consolidación del Estado 

Social de Derecho y el cumplimiento de los compromisos internacionales por parte de Colombia 

en el ámbito de los derechos humanos y de la equidad de género. 

En términos metodológicos, la investigación se llevó a cabo bajo un enfoque cualitativo 

de corte documental, mediante un diseño analítico-descriptivo e inductivo que parte de la 
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realización de un análisis en torno a la información normativa, doctrinal, jurisprudencial y empírica 

contenida a partir del objetivo de la construcción de un enfoque holístico y un punto de vista del 

fenómeno. Se dio paso a las técnicas del análisis de contenido, la revisión comparativa de fuentes 

y la triangulación de la información proveniente de la consulta a documentos oficiales, estudios 

académicos y marcos normativos en esta investigación. Este enfoque fue el que permitió la 

estructuración de los resultados acorde con cada uno de los tres objetivos específicos identificados: 

primero, identificar los aspectos más relevantes en la implementación de la Ley 1761 de 2015; 

segundo, evaluar la efectividad de las medidas de protección y prevención adoptadas por el 

municipio de Guadalajara de Buga, y tercero, determinar cuáles son los obstáculos y desafíos de 

tipo institucional, legal y sociocultural que dificultan la aplicación de la norma. 

Finalmente, la monografía concluye con una sección de conclusiones que sintetizan los 

principales hallazgos y que enlazan las recomendaciones propuestas para fortalecer la articulación 

interinstitucional, la formación con enfoque de género y la creación de políticas públicas locales 

más eficaces. Así mismo, se construyó una sección de bibliografía referencial elaborada de la mano 

de la norma APA (séptima edición), lo cual garantiza la trazabilidad académica y la verificación 

de las fuentes consultadas, proporcionando un marco de apoyo teórico y metodológico al lector 

que lo consulte. 
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1. Justificación 

 

El balance de los retos en la puesta en marcha de la Ley 1761 de 2015 en el municipio de 

Guadalajara de Buga, es relevante no sólo por el tema, sino por varias causas. En primer lugar, 

porque el propósito de la Ley, es precisamente trabajar por el cumplimiento y la salvaguarda de 

los derechos de las mujeres y la prevención de la violencia de género, que en determinado 

momento se puede detonar en feminicidio; problema que afecta a Colombia, por lo que se hace 

necesario y evidente averiguar los impactos positivos y negativos que puede tener la Ley 1761 de 

2015 en Guadalajara de Buga.  

En segundo lugar, porque este tipo de investigaciones ayuda a profundizar en los 

conocimientos acerca de la Ley, evaluando su aplicación, reconociendo debilidades y fortalezas y 

planteando cierto tipo de mejora en la aplicación de la misma. Es muy posible que los resultados 

derivados de esta investigación se conviertan en instrumentos que sirvan a la toma de decisiones 

en el ámbito local, regional e incluso nacional que busquen implementar mejoras en la protección 

de los derechos de las mujeres y la prevención del feminicidio.  

En tercer lugar, porque contribuye al avance y fortalecimiento de la Ley 1761 de 2015. 

Al poder reconocer aquellos aspectos que se conviertan en relevancia para hacer frente a los retos 

de su aplicación, sirve de base a la toma de decisiones, y permite desarrollar estrategias que sin 

duda alguna van a ser efectivas para dar respuesta a los obstáculos que se han encontrado en el 

municipio y más allá de sus límites, contribuyendo de este modo a políticas que no pueden dejar 

de ser efectivas y al fortalecimiento de la justicia en Colombia. 
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2. Planteamiento del Problema 

 

La Ley 1761 de 2015 más conocida como “Ley de Feminicidio”, fue una propuesta que se 

elaboró en respuesta a la grave problemática de violencia de género que sufren las mujeres en 

Colombia, para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres en todas sus formas, 

en especial la violencia feminicida. 

2.1 Descripción del Problema 

Mediante esta ley se pretende dar solución a la alta tasa de feminicidios en Colombia, pues 

se ha convertido en una de las principales causas de muerte violenta de mujeres en el país. Según 

datos de la Fiscalía General de la Nación, en 2020 hubo 324 feminicidios en Colombia, lo que 

representa un incremento del 2,2% frente al año anterior. Esta problemática resulta particularmente 

negativa, siendo que el predominio de estos comportamientos es realizado por sujetos que 

conviven en la cotidianidad de las víctimas, que terminan por ser su pareja o expareja, lo que 

evidencia la existencia de relaciones de dominio entre personas y patrones sociales que justifican 

y normalizan la violencia en contra de las mujeres. La Ley 1761 de 2015 regula las medidas 

relativas a la prevención y la sanción de la violencia de género; introduciendo el tipo penal de 

femicidio como una forma agravada de homicidio; la definición de políticas públicas de 

prevención de la violencia de género y la creación del registro nacional de agresores sexuales y de 

violencia de género. Con dichas medidas se pretende erradicar la violencia ejercida por los 

hombres hacia las mujeres y promover una sociedad más igualitaria y justa para todas las personas. 

El problema que se desea plantear es saber cuáles son las dificultades que ha traído consigo la 

implementación de la Ley 1761 de 2015 en el municipio de Guadalajara de Buga, en tanto que se 

han reportado casos de feminicidio en esta zona en los últimos años, lo cual indica que se necesita 

una acción más efectiva para prevenir y sancionar esta violencia basada en género. Entre las 
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dificultades que podemos encontrar en la implementación de la Ley 1761 de 2015 en el municipio 

de Guadalajara de Buga están: la falta de recursos y de capacidades institucionales para poder 

garantizar el acceso de las víctimas a la justicia; la falta de sensibilización de los actores 

institucionales y sociales ante la problemática del feminicidio; y la necesidad de mejorar la 

comunicación y coordinación entre las diferentes instancias que intervienen en la atención de las 

víctimas de violencia de género. Por lo tanto, se requiere una estrategia de intervención integral 

que contemple a todas las instancias y a todos los actores pertinentes para poder prevenir y 

sancionar el feminicidio en el municipio de Guadalajara de Buga, con miras a garantizar el acceso 

de las víctimas a la justicia y mejorar las capacidades institucionales para atender la problemática 

de manera efectiva. 

2.2 Formulación del Problema 

¿Cuáles han sido los desafíos que ha traído la implementación de la Ley 1761 de 2015 o 

Ley de Feminicidio, en el municipio de Guadalajara de Buga a partir de su entrada en vigor hasta 

el año 2023? 
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3. Objetivos 

 

3.1 Objetivo General 

Analizar los desafíos que ha traído la implementación de la Ley 1761 de 2015 o “Ley de 

Feminicidio”, en el municipio de Guadalajara de Buga a partir de su entrada en vigor hasta el año 

2023. 

3.2 Objetivos Específicos 

1. Identificar los aspectos importantes en la implementación de la Ley 1761 de 2015. 

2. Analizar la efectividad de las medidas de protección y prevención establecidas por la Ley 

1761 de 2015 en el municipio de Guadalajara de Buga, considerando la atención a las 

víctimas de feminicidio y la persecución de los responsables. 

3. Identificar los obstáculos y desafíos que han surgido en la implementación de la Ley 1761 

de 2015 en el municipio de Guadalajara de Buga, desde el punto de vista del Derecho Penal 

y Administrativo. 
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4. Marco Referencial 

 

A través del marco referencial se busca identificar aspectos importantes para el desarrollo 

del presente análisis de los desafíos en la implementación de la Ley 1761 de 2015, y dentro de los 

cuáles se cuentan los antecedentes, conceptos, aspectos normativos y contexto del lugar donde se 

pretende abordar este estudio. 

4.1 Estado del Arte - Antecedentes 

 Existen trabajos investigativos referidos sobre el feminicidio, así como de la 

implementación de la Ley 1761 de 2015 los cuáles son pertinentes para el desarrollo del presente 

trabajo investigativo. A continuación, se mencionan aquellos que más se adecuan a los objetivos 

propuestos: Dichos antecedentes se presentan agrupados en dos bloques: en primer lugar, 

antecedentes de carácter nacional, referidos específicamente al contexto colombiano; y, en 

segundo lugar, antecedentes de carácter internacional, que documentan experiencias comparadas 

de otros países de la región en la implementación de normas sobre feminicidio. 

En primer lugar, el documento denominado “Diagnóstico sobre potencialidades y 

obstáculos para la implementación de la Ley 1761 de 2015” (ONU Mujeres y la Universidad 

Nacional de Colombia 2018), es un trabajo investigativo que analiza y determina las variables que 

favorecen y obstaculizan la implementación de la Ley 1761 de 2015, conocida también como la 

Ley Rosa Elvira Cely que tipifica el feminicidio como un delito autónomo en Colombia. En este 

documento, se logra identificar tanto las potencialidades como los obstáculos que conlleva la 

aplicación de esta ley.  

Es así, como se menciona que entre las potencialidades está la creación de un marco legal 

específico el cual visibiliza y sanciona de manera más efectiva la violencia de género. Adicional a 



19 
 

ello, se destaca la importancia de que las autoridades judiciales sean capacitadas y sensibilizadas 

en la adecuada aplicación de esta ley. Asimismo, se indica que entre los obstáculos que señala este 

documento, está la falta de recursos y apoyo institucional, así como la permanencia de actitudes y 

estereotipos negativos hacia las mujeres dificultando de esta manera la implementación efectiva 

de la ley. 

El artículo titulado "Los Retos y Desafíos de la Política Criminal en torno al Delito de 

Feminicidio en Colombia" Alarcón et al. (2021), analiza las dificultades presentes en la 

implementación de la Ley 1761 de 2015, que tipificó el feminicidio como un delito autónomo en 

Colombia. La forma de trabajo de este texto se focaliza en las jurisprudencias de las Altas Cortes 

referidas al feminicidio, así como también en providencias que se refieren al delito de homicidio 

agravado, violencia intrafamiliar, y otros. En él, se llegó a encontrar una serie de patrones de 

investigación y sanción que tienen lugar, tanto en el hacer de la Fiscalía General de la Nación, 

como en la dogmática, la jurisdicción ordinaria, etc., allí se da cuenta que la política criminal en 

Colombia y su relación con el delito de feminicidio esta desprovista de eficacia. 

En tal sentido, se expone que la Corte Suprema de Justicia en sus providencias entre el año 

2015 y 2020, no tiene una posición fija en cuanto a la violencia contra las mujeres cuando se reúnen 

los supuestos para que se configure el tipo penal de feminicidio. De igual manera, expresan la 

carencia de esa posición fija por parte de la Corte Constitucional frente a las violaciones y garantías 

de protección de la mujer, además, de hallar muy pocos pronunciamientos sobre esta conducta 

punible por parte de esta. Así mismo, se manifiestan fallas en la interpretación normativa y el 

proceder de la Fiscalía General de la Nación al no aplicar en todas sus intervenciones, dado un 

feminicidio, el método de análisis de contexto y de la debida diligencia; ocasionando, la 

adecuación del delito a un homicidio simple o agravado. 



20 
 

No obstante, la existencia de esta normativa, el artículo resalta que su aplicación ha sido 

ineficaz, lo que ha provocado violaciones a los derechos fundamentales de las víctimas. Así 

mismo, el estudio utiliza una metodología cualitativa y una revisión de más de 233 sentencias, los 

autores concluyen que las políticas criminales actuales no logran prevenir y sancionar 

adecuadamente el feminicidio en el país. Adicionalmente sugieren la necesidad urgente de 

reformas en la política pública para enfrentar de manera eficiente la criminalidad y reducir los altos 

índices de feminicidio. 

Cross y Vargas  (2024) en su tesis, cuyo objetivo principal es analizar la garantía al bien 

jurídico de la vida e integridad personal de las mujeres en el tipo penal de feminicidio frente a los 

retos y dificultades de su aplicación en el país, mediante una metodología cualitativa, donde se 

analizaron casos y revisaron diferentes textos como tratados internacionales, leyes, jurisprudencia 

entre otros, encontraron que la Ley 1761 de 2015 ha carecido de eficacia y no ha alcanzado el 

objeto de la misma. Es así, como exponen dificultades tanto en la interpretación del tipo penal, 

dada su ambigüedad, principalmente por parte del ente acusador, que conlleva a una falta o a su 

equívoca imputación dejando como resultado que los responsables no sean enjuiciados y 

condenados correctamente.  

Del mismo modo, se aduce la carencia de un enfoque integral y articulado por parte de las 

instituciones involucradas, con falta de presupuesto destinado a recursos financieros y humanos, 

sensibilización, educación y pedagogía en igualdad de género. Así mismo, manifiestan que se debe 

fortalecer las políticas públicas que propendan por la máxima protección jurídica de la vida y 

bienestar de las mujeres, actualizar protocolos y programas que se deriven de las mismas y 

formular mecanismos de monitoreo para hacer seguimiento tanto a víctimas como a victimarios, 

mediante la elaboración de un sistema nacional de registro unificado que se desarrolle en 
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cooperación con los entes investigativos. Adicionalmente, mencionan la carencia de recursos 

dirigidos a la prevención y atención de la violencia de género en todas sus expresiones y al 

seguimiento de los casos de feminicidio. Esta prevención debe ser focalizada en la identificación 

y ubicación prematura de factores de riesgo con el propósito de realizar una intervención inmediata 

y así evitar una escalada de violencia que conlleve finalmente a la comisión de un feminicidio. 

Finalmente, se menciona la importancia en proporcionar y garantizar acceso a servicios de 

protección y asesoramiento a las víctimas, para lo cual se hace indispensable capacitar a 

profesionales de la salud, educación y otras áreas para hallar posibles señales de violencia de 

género y actuar de la manera más diligente. 

En el estudio denominado “Análisis político-criminal de la implementación del tipo penal 

de feminicidio en el ordenamiento jurídico colombiano” Niño Arguello (2016), aborda desde una 

perspectiva político-criminal la implementación de la Ley 1761 de 2015 en Colombia, la cual se 

da como respuesta a la necesidad de reconocer y sancionar de manera específica los asesinatos de 

mujeres por razones de género. En este estudio, se considera que la implementación del feminicidio 

como delito autónomo podría estar enmarcado en una política criminal inestable e influenciada 

por el populismo punitivo. Esto, debido a la tendencia de crear nuevos tipos penales como 

respuesta a la presión social y mediática, antes que a un verdadero análisis de necesidad y 

efectividad.  

En consecuencia, el autor indica que, para evaluar la eficacia de esta política, es necesario 

determinar si con esta tipificación se ha logrado reducir la incidencia de estos crímenes, así como 

mejorar la protección de las mujeres. De acuerdo con algunos estudios, se considera que dicha 

efectividad depende de la implementación de políticas que la complementen como la educación y 

la prevención. Finalmente, se enfatiza en la importancia de una política criminal bien estructurada, 
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así como la necesidad de implementar medidas integrales que aborden la violencia de género de 

manera más efectiva. 

En el ámbito internacional, Wei (2024), en su trabajo de fin de máster sobre los factores 

que influyen en la aplicación de la Alerta de Violencia de Género y en la tipificación del 

feminicidio a nivel penal en México, analiza mediante una metodología cualitativa y la revisión 

de fuentes documentales (legislación, informes gubernamentales e internacionales) los obstáculos 

que dificultan la ejecución de dicho mecanismo. La autora concluye que las fallas en el diseño 

institucional del mecanismo, la resistencia de las autoridades estatales a aceptar la declaratoria de 

la alerta y la disminución de los presupuestos destinados a su activación —agravada durante la 

pandemia de covid-19— han limitado su efectividad; asimismo, señala que la falta de 

investigación rigurosa, la pérdida de evidencias y la corrupción en los procedimientos de 

averiguación constituyen los principales factores que impiden una adecuada judicialización del 

feminicidio en ese país. Este antecedente resulta pertinente porque evidencia, desde otro contexto 

latinoamericano, la misma brecha entre la existencia formal de la norma y su aplicación efectiva 

que se observa en el caso de Guadalajara de Buga. 

De igual manera, el Centro de Investigaciones Económicas Nacionales —CIEN (2024)—, 

en su radiografía sobre el delito de femicidio en Guatemala, examina el funcionamiento de la Ley 

contra el Femicidio y otras Formas de Violencia contra la Mujer (Decreto 22-2008), a partir del 

análisis de las cifras oficiales del Ministerio Público. El estudio encuentra que, pese a la creación 

de una fiscalía especializada y de órganos jurisdiccionales con competencia en razón de género, la 

mayor parte de los casos termina en solicitudes de archivo o desestimaciones, y solo una fracción 

reducida concluye en sentencia condenatoria, lo que revela limitaciones persistentes en la 

capacidad institucional de investigación y judicialización. Este antecedente resulta útil para el 
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presente trabajo porque, al igual que en Guadalajara de Buga, pone de manifiesto que la debilidad 

institucional y la falta de trazabilidad estadística —más que la ausencia de normativa— 

constituyen el principal obstáculo para la eficacia de las leyes de feminicidio en la región. 

 

4.2 Marco Teórico – Conceptual 

 

Para el desarrollo del presente análisis sobre la aplicación de la Ley 1761 de 2015, la cual 

tipifica el delito del feminicidio como delito autónomo se abordan las teorías feministas y el 

modelo ecológico del feminicidio. 

Con relación a las teorías feministas Saccomano (2017) afirma que las principales causas 

del feminicidio son: la desigualdad de género, estructuras sociales como el patriarcado, la violencia 

institucional y la impunidad del sistema judicial. Así mismo, es importante anotar que las 

feministas se focalizan en dimensiones socioculturales y políticas y descartan factores individuales 

como los detonantes de la violencia contra la mujer y el feminicidio. 

En ese mismo sentido, los grupos feministas, civiles y las ONG en su lucha por los derechos 

de las mujeres, han captado el interés de tribunales y comunidad internacional, logrando el 

establecimiento y aprobación de declaraciones y tratados en pro de los derechos de estas y el 

reconocimiento de la responsabilidad de los Estados con relación a la violencia ejercida sobre las 

mismas. Dentro de los instrumentos jurídicos internacionales sobre protección de los derechos de 

las mujeres, se destacan, la CEDAW y la Convención de Belém do Pará.  

El modelo ecológico del feminicidio es una manera de entender las causas y factores que 

contribuyen a la violencia extrema contra las mujeres. Este enfoque se inspira en el modelo 
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ecológico de la violencia que fue desarrollado por el psicólogo estadounidense Urie 

Bronfenbrenner. En el contexto del feminicidio, el modelo ecológico es utilizado por la OMS 

(2013), para analizar la manera en que los diferentes niveles de influencia social y estructural 

interactúan para aumentar el riesgo de feminicidio. Este modelo se divide en cuatro niveles 

principales, a saber: 

1. Dimensión individual: Este es un nivel que habla de las características de los individuos 

que pueden facilitar la puesta en práctica de un feminicidio. Incluye factores como las 

experiencias previas de abuso, las afecciones psíquicas, los problemas de adicción y las 

vivencias de violencia. 

2. Dimensión relacional: Este es un nivel que atiende a las relaciones personales (dentro de 

la pareja, la familia o las amistades más cercanas), a factores como la dependencia 

económica, el control coercitivo, la violencia doméstica, etc. 

3. Dimensión comunitaria: Este es un nivel que hace referencia a los contextos donde las 

personas viven y trabajan (comunidad, vecindario, trabajo, etc.); incluye factores como la 

falta de apoyo social, la escasa cohesión e integración social, la aceptación de la violencia, 

etc. 

4. Dimensión social: Este es un nivel más amplio que hace referencia a las normas sociales, 

políticas y culturales que sostienen la violencia en contra de las mujeres y de las 

feminicidas. Incluye la desigualdad entre sexos, las normas culturales que permiten la 

violencia y las políticas y leyes que no protegen a las mujeres. 

El objetivo del modelo ecológico del feminicidio es proporcionar una comprensión integral 

y multidimensional de este problema para desarrollar estrategias efectivas de prevención e 
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intervención en cada uno de estos niveles. Adicionalmente, se tiene que, para la comprensión de 

este trabajo investigativo, es necesario determinar un marco conceptual que permita entender los 

conceptos relacionados con la violencia de género y el feminicidio. 

Violencia de género 

De acuerdo con Expósito y Moya (2011) este tipo de violencia se refiere a “cualquier acto o 

comportamiento que causa daño o sufrimiento físico, sexual, psicológico o económico a una 

persona por su género”.  

Género 

“Construcción social y cultural que asigna a las personas unos roles y conductas esperadas 

dependiendo de si se es hombre o se es mujer” (Ministerio de Justicia y del Derecho, Dirección de 

Justicia Formal, 2018). 

Feminicidio 

Dícese del asesinato de una mujer por razones de género. Es decir, cuando una mujer es 

asesinada por el simple hecho de ser mujer, se trata de un feminicidio. El feminicidio es 

considerado la forma más extrema de violencia contra las mujeres y está asociado con una serie 

de factores sociales, culturales y económicos que perpetúan la discriminación y la desigualdad de 

género, Zuluaga Muñoz, D. A. (2009). 

Responsabilidad penal 

Deber de una persona de asumir responsabilidades legales o penales, que se deriva de la 

afirmación de que esa persona es culpable de quebrantar la ley, comenzando la vía del proceso 

penal por las acciones que realiza ante el tribunal correspondiente o ante la autoridad 
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correspondiente. La responsabilidad penal puede estar acompañada de sanciones o penas tales 

como multas, libertad condicional, prisión, trabajos comunitarios, entre otros, las cuales son 

impuestas por las leyes correspondientes a dicha responsabilidad penal. La responsabilidad penal 

busca la justicia y el orden en una sociedad, además de disuadir a otros de cometer delitos de la 

misma índole (García-Aran, M., 1998). También, la Ley 1761 de 2015 prevé y prescribe medidas 

urgentes, concretas y específicas orientadas a la prevención del feminicidio, la creación de sistemas 

de alerta temprana, la promoción pública respecto a la igualdad de géneros y la no violencia contra 

las mujeres, y la imposición de sanciones más severas en los casos de feminicidio, e identifica a 

las autoridades como obligadas a investigar en forma exhaustiva y eficiente los supuestos 

feminicidas. 

4.3 Marco Legal 

Leyes sobre Igualdad de Género, las cuales pueden considerarse como obligatorio en el 

establecimiento de legislaciones para poder tratar de garantizar la igualdad en materia de derechos 

y de oportunidades entre hombres y mujeres, como la eliminación de la discriminación por género 

en cuanto al ámbito del trabajo, educativo, político, entre otros. Algunas de las leyes expuestas 

como más relevantes en esta materia se ejemplifican a continuación: 

Ley 581 de 2000, establece que se asignen cuotas para los cargos decisorios con el fin de 

garantizar la participación de mujeres en, al menos, un 50% de los cargos de libre nombramiento 

y remoción, así como el mismo porcentaje para los cargos de mayor jerarquía y poder decisorio 

(Congreso de la República de Colombia, 2000), para el sistema de ternas se debe incluir el nombre 

de una mujer en cada una de ellas, y para conformar las listas incluir hombres y mujeres en la 

misma proporción. 
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 Ley 1257 de 2008. El principal propósito de la presente ley es garantizar a las mujeres una 

vida libre de violencia en el ámbito público y privado. A su vez, establece ciertas normas que 

deben ser respetadas por parte de la población en general y orienta el ejercicio de los derechos de 

las mujeres, los cuales han sido reconocidos en nuestra legislación interna y en el ordenamiento 

jurídico internacional (Congreso de la República de Colombia, 2008). Algunos de los aspectos 

más relevantes incluye cualquier acción u omisión que produzca muerte, daño o sufrimiento físico, 

sexual, psicológico, económico, patrimonial, por razón del hecho de ser mujer (Congreso de la 

República de Colombia, 2008) a su vez transforma los Códigos Penal y de Procedimiento Penal, 

y modifica la Ley 294 de 1996 sobre violencia intrafamiliar, para así incluir nuevas modalidades 

de violencia como el acoso sexual y la agravación de los delitos sobre violencia sexual y también 

establece actuaciones para la atención a mujeres víctimas de violencia y acceso a salud, educación 

y justicia, además menciona la obligación del Estado de prevenir, investigar y sancionar toda forma 

de violencia. 

La Ley 823 de 2003, regula disposiciones sobre el reconocimiento de las mujeres en la 

igualdad de oportunidades, y consagra un marco institucional que ampare dicha equidad tanto en 

el ámbito privado como en el público (Congreso de la República de Colombia, 2003). Se 

fundamenta en la declaración constitucional de la igualdad jurídica y efectiva de derechos y 

oportunidades entre mujeres y hombres. 

Además, la Ley 51 de 1981: Ratifica la Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW), la misma que considera la discriminación 

contra la mujer como cualquier distinción, exclusión o restricción ejercida por el sexo que atente 

contra el reconocimiento, el goce o el ejercicio de los derechos humanos y libertades 

fundamentales (Congreso de la República de Colombia, 1981). Del mismo modo, cabe señalar que 
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la Constitución Política de Colombia de 1991 (Artículos 13, 43, 48 y 49): Afirma la igualdad de 

derechos y oportunidades entre hombres y mujeres, y condena la discriminación en contra de la 

mujer (Congreso de la República de Colombia, 1991).  

Ley 1639 de 2013, la finalidad de esta ley es el fortalecimiento de la adopción de medidas 

de protección a la integridad de las víctimas de los crímenes cometidos mediante la utilización de 

ácido, álcalis o sustancias similares o corrosivas que generen algún tipo de daño a la integridad del 

tejido humano (Congreso de la República de Colombia, 2013).  

Para ello, la ley propone establecer penas más severas a favor de los agresores con penas 

que pueden ser de hasta 15 años de prisión si se afecta el rostro y enormes multas, se crea un 

registro para el control de venta de las sustancias corrosivas (Congreso de la República de 

Colombia, 2013). Así mismo, se habilita una ruta de atención integral para las víctimas que incluye 

información sobre sus derechos, apuntando al acceso a la justicia y a los servicios de salud 

(Congreso de la República de Colombia, 2013). 

La Ley 1761 de 2015, define el feminicidio como un tipo penal autónomo, para garantizar 

que la conducta delictiva sea considerada como asesinato de mujeres por razones de género, 

debiendo ser castigada de manera específica y severa (Congreso de la República de Colombia, 

2015). La Corte Constitucional dio el visto bueno en esta tipificación, resaltando la necesidad de 

darle tratamiento del tipo de violencia de manera especializada (Corte Constitucional, Sentencia 

C-539 de 2016).  

El Decreto 4796 de 2011 viene a reglamentar de manera parcial los artículos 8°, 9°, 13° y 

19° de la Ley 1257 de 2008, que pretende garantizar el goce de una vida libre de violencia para las 

mujeres (Presidencia de la República, 2011). Igualmente, el Decreto 4798 de 2011 también 
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reglamenta de forma parcial la Ley 1257 de 2008 en relación con aspectos concretos en la 

protección frente a la violencia de género (Presidencia de la República, 2011). En cuanto a la 

protección se dictaron también medidas en el ámbito familiar y extrafamiliar mediante el Decreto 

4799 de 2011, que también busca garantizar la seguridad de las mujeres víctimas de violencia 

(Presidencia de la República, 2011). 

El Decreto 2734 de 2012 busca garantizar una atención integral y especializada a las 

mujeres víctimas de violencia en los aspectos de salud, psicología, ayuda social y asistencia legal 

(Presidencia de la República, 2012).  En ese mismo sentido, la Resolución 0459 de 2012, establece 

directrices obligatorias para entidades prestadoras de salud a fin de garantizar que las víctimas de 

violencia sexual reciban una atención integral y adecuada (Ministerio de Salud y Protección Social, 

2012). 

A su vez, la jurisprudencia ha desarrollado una función importante con la Sentencia T-878 

de 2014, en la que la Corte Constitucional dejó constancia de la necesidad de proteger los derechos 

fundamentales de las mujeres víctimas de violencia de género, poniendo de presente la necesidad 

de reintegro laboral y medidas adecuadas para prevenir la violencia en las instituciones educativas 

(Corte Constitucional, Sentencia T-878 de 2014). 

La Corte Constitucional en la Sentencia T-145 de 2017 refirió que la violencia contra las 

mujeres tiene un contexto de desigualdad estructural, y en ese sentido plantea que la violencia 

contra las mujeres en la pareja requiere ser estudiado con un enfoque diferencial con perspectiva 

de género (Corte Constitucional, Sentencia T-145 de 2017). Para la Sentencia C-539 de 2016: la 

Corte valida la tipificación del feminicidio, reconociéndolo como un delito específico, pero 

también con severidad en las consecuencias jurídicas (Corte Constitucional, Sentencia C-539 de 

2016). 



30 
 

Igualmente, la Corte con la Sentencia C-297 de 2016 consideró que el feminicidio es un 

delito pluriofensivo que afecta la dignidad humana, la igualdad, la vida y la integridad personal, 

siendo producto de la violencia generalizada y sistemática contra las mujeres (Corte 

Constitucional, Sentencia C-297 de 2016). 

 

4.4 Marco Contextual 

El marco contextual de esta investigación en cuanto a la práctica de la Ley 1761 de 2015 

en Guadalajara de Buga es el espacio físico, social y temporal donde se lleva a cabo el estudio. A 

continuación, se da a conocer el modo, el tiempo y el lugar de la investigación, así, este estudio se 

encuentra centrado en el lugar de Guadalajara de Buga, denominado "La Ciudad Señora", se trata 

de un municipio que se encuentra en el centro del Valle del Cauca, en Colombia (Red Turística de 

Pueblos Patrimonio, 2004). La ciudad, está en una importante posición en el Valle, uniendo 

importantes vías de comunicación como la Carretera Panamericana (Live Valle del Cauca, 2023). 

Su área de estudio incluye dos zonas: la Zona Plana, fronteriza con el río Cauca, y, en segundo 

lugar, la Zona Montañosa, perteneciente a la Cordillera Central, que tienen alturas que oscilan 

entre los 969 metros sobre el nivel del mar y los 4.210 metros del Páramo de las Hermosas (Live 

Valle del Cauca, 2023).  

La investigación final se desarrolla en tiempo presente, atendiendo a la situación y 

aplicación de la Ley 1761 de 2015 en la ciudad, pero al mismo tiempo de la historia de la violencia 

de género, y en la medida en que es posible, el desarrollo de la ley mencionada. La ciudad tiene 

una historia amplia, centrada en su fundación en 1573, es, por lo tanto, uno de los municipios más 

antiguos de Colombia (Live Valle del Cauca, 2023). También, cabe mencionar que el estudio se 
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lleva a cabo a partir de un enfoque cualitativo, lo cual otorga la posibilidad de analizar las 

características sociales, culturales y económicas que intervienen en la aplicación de la ley.  

Al mismo tiempo, se indagan las variables como la percepción que tiene la comunidad, 

las políticas públicas del municipio y las respuestas que tienen las instituciones frente a la violencia 

de género. Por otro lado, las dinámicas de los géneros y las estructuras sociales que pueden incidir 

en la aplicación de la ley también son objeto de análisis, de tal manera que, el marco contextual 

tiene un papel relevante para comprender la manera en que el entorno local y regional puede 

interceder en la aplicación de la Ley 1761 de 2015, y cómo las condiciones concretas de 

Guadalajara de Buga pueden afectar la protección de las mujeres y la prevención del feminicidio. 
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5. Metodología 

 

5.1 Método de investigación  

Para el desarrollo del presente trabajo investigativo en cuanto a la metodología, se logra 

determinar que tendrá un enfoque cualitativo, en el que se combinan técnicas de análisis 

documental con técnicas cualitativas de campo, sin que ello configure un diseño mixto en sentido 

cuali-cuantitativo, dado que para el desarrollo del capítulo I que hace referencia a los fundamentos 

teóricos y normativos de las estrategias de la Ley 1761 de 2015 se llevará a cabo un análisis 

cualitativo con una metodología analítico-descriptiva, mientras que para el capítulo II consistente 

en analizar la efectividad de las medidas de protección y prevención de la Ley 1761 de 2015 se 

complementará con una técnica cualitativa de campo, esto es, entrevistas semiestructuradas, sin 

que ello modifique la naturaleza cualitativa del enfoque general de la investigación. De esta 

manera, se desarrollará lo establecido por Hernández Sampieri (2014) en relación con el diseño 

cualitativo de tipo descriptivo, pues el propósito es hacer un análisis específico, es decir, el balance 

de la implementación de la Ley 1761 de 2015 en el municipio de Guadalajara de Buga para los 

años de 2015 a 2023. Se pretende analizar el entorno para luego desarrollar una teoría coherente 

con la realidad.   

5.2 Diseño de la investigación  

El método por utilizar será inductivo, dado que se inicia desde lo particular a lo general, 

por lo cual se avizora importante, el análisis de información obtenida de las entidades encargadas 

de la aplicación de la ley referida para detallar su funcionamiento y determinar la relación con los 

resultados obtenidos en la práctica. El tipo de investigación a emplear es el Jurídico Explicativo, 

dado que este tipo de investigación explora la relación causal, es decir, no solo se busca describir 
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el problema objeto de investigación, sino que pretende encontrar las causas del mismo. Para el 

presente trabajo, este tipo de investigación es pertinente en cuanto desarrolla el problema de la 

aplicación de la Ley 1761 de 2015 por parte de las entidades encargadas en el municipio de 

Guadalajara de Buga y las causas para que se presente el mismo. 

 

5.3 Técnicas e instrumentos para analizar la información  

 La presente investigación empleará una técnica documental que involucra varias etapas y 

herramientas para el análisis de datos. A continuación, se describen las técnicas y los instrumentos 

utilizados: 

Técnicas 

1. Selección y Recogida de Documentos: Se establece una recopilación exhaustiva de 

documentos que se vinculan con el objeto de estudio, garantizando su validez y pertinencia. 

2. Análisis crítico de documentos: Se analiza cada uno de los documentos considerando su 

contexto y validez a través de una férrea crítica. 

3. Análisis de contenido: Se estudia la documentación primaria y secundaria con el objetivo 

de llegar a una concepción global del asunto.  

4. Análisis comparado: Se buscan los hallazgos de la información desde diversas fuentes a 

fin de desvelar las similitudes y disparidades que se detectan.  

Instrumentos de Análisis 

1. Guías para Análisis Documental: Se utilizarán guías estructuradas para asegurar que el 

análisis sea sistemático y riguroso. 
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2. Gestores de Referencias Bibliográficas: Herramientas que se usarán para organizar y 

gestionar las referencias bibliográficas de forma eficiente.  

3. Proceso de Análisis: Se implementarán técnicas descritas por el autor en un proceso 

estructurado que permita la interpretación y síntesis de los datos obtenidos.  

Esta opción documental permite una profunda comprensión del tema, ya que realiza un 

exhaustivo análisis de las fuentes existentes, lo que facilita la elaboración de nuevo y relevante 

conocimiento. 

5.4 Población objeto de estudio  

La población objeto de esta investigación sobre la aplicación de la Ley 1761 de 2015 en 

Guadalajara de Buga es la de las mujeres que han sido víctimas de violencia de género, mujeres 

que han sido asesinadas o están en riesgo de serlo. También es la población en general, las 

autoridades, las organizaciones civiles y otros agentes que tienen un papel en la prevención y 

atención a la violencia de género.  

Según las cifras más recientes, Guadalajara de Buga cuenta con una población 

aproximada de 128.945 habitantes, el 47,8% son mujeres y el 52,2% son hombres, de acuerdo con 

(DANE, 2020). Dentro de esta población, el Indice de Pobreza Multidimensional (IPM) municipal 

se ubicó en 12,3% en 2018, de acuerdo con el diagnóstico oficial del Plan de Desarrollo Municipal 

“Buga de la Gente” 2020-2023 (Concejo Municipal de Guadalajara de Buga, Acuerdo No. 009 de 

2020); esta cifra, que mide la privación simultánea de derechos básicos como educación, salud, 

vivienda y servicios públicos, ilustra el nivel de vulnerabilidad socioeconómica que afecta a una 

parte importante de la población, en particular en las zonas rurales del municipio. 
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5.5 Tipo de Investigación 

Este tipo de investigación es cualitativa, en concreto con un enfoque documental, ya que 

se analizarán documentos sobre la aplicación de la Ley 1761 de 2015, informes sobre la violencia 

de género que la enumera, cifras de feminicidio y políticas públicas del ámbito local. A su vez se 

examinan críticamente la documentación primaria y secundaria para contrastar la aplicación de la 

ley en el municipio. El enfoque cualitativo posibilita a la vez, una comprensión profunda de la 

dinámica social y cultural que conlleva un proceso específico de violencia de género, que ofrece 

como resultado de las políticas que se ponen en práctica para prevenirla. A su vez, se indagan las 

percepciones de la comunidad y las respuestas institucionales a la luz de este problema. Dicho 

enfoque documental se complementa, en los capítulos de resultados, con una técnica cualitativa de 

campo —entrevistas semiestructuradas a funcionarias y funcionarios de las entidades locales—, 

sin que ello altere la naturaleza cualitativa del tipo de investigación aquí definido. 
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6. Presentación de los resultados 

Capítulo I 

6.1 Aspectos importantes en la implementación de la ley 1761 de 2015. 

 

El primer capítulo de esta monografía hace referencia y describe los fundamentos de tipo 

teórico y normativo y también metodológicos que fundamentan las estrategias de la Ley 1761 de 

2015, llamada Ley Rosa Elvira Cely, en el marco del derecho penal colombiano, orientándose así 

a establecer los elementos fundamentales que permiten la comprensión de la relevancia y los 

alcances y limitaciones de la norma en la lucha contra el feminicidio y la violencia de género en 

el país dentro del municipio de Guadalajara de Buga. 

Metodológicamente el capítulo se centra en una lectura cualitativa de base documental, 

de diseño analítico-descriptivo e inductivo, sustentado en la revisión de fuentes normativas, 

doctrinales y jurisprudenciales, permitiendo de esta manera explicar la Ley 1761 como un 

instrumento del derecho, pero también por ser el contexto de una respuesta social e institucional 

ante una problemática estructural de desigualdad y violencias en contra de las mujeres. El método 

inductivo garantiza pasar de la consideración de normas o casos concretos hasta llegar a las 

conclusiones sobre la efectividad de la ley, la operativa política criminal o los problemas de 

aplicación en los contextos locales. 

De la misma manera, este capítulo lleva a cabo un análisis teórico que se apoya en las 

teorías feministas (Saccomano, 2017) y en el modelo ecológico de la violencia que fue propuesto 

por la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2013), los cuales describen la violencia feminicida 

como un fenómeno multidimensional que se manifiesta en diferentes niveles (individual, 
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relacional, comunitario, estructural); este marco teórico permite entender el feminicidio no solo 

como un problema penal sino también como un reflejo de las dinámicas culturales, sociales y de 

poder que perpetúan la subordinación de las mujeres. 

En primer lugar, se aborda la introducción a la Ley 1761 de 2015 donde se muestra el 

contexto histórico y jurídico que la inspira a partir del caso Rosa Elvira Cely, como punto de 

partida de una respuesta estatal en la que prima la necesidad de poner en marcha una respuesta al 

grave fenómeno de impunidad y a la falta de tipificación penal concreta. Seguidamente, se aborda 

el marco legal y normativo que presenta la revisión de las normas nacionales e internacionales que 

constituyen la base del marco jurídico de protección a las mujeres a partir de la CEDAW (1979), 

la Convención de Belém do Pará (1994), la Ley 1257 de 2008 y las sentencias C-297 de 2016, C-

539 de 2016 y T-145 de 2017 de la Corte Constitucional, que evidencian el proceso de 

consolidación de la perspectiva de género en el derecho penal colombiano.  

Adicionalmente, se tienen en cuenta los conceptos clave: Feminicidio y Violencia de 

Género, donde se desarrolla las definiciones doctrinales y conceptuales que permiten dar soporte 

al estudio y llevar a cabo un análisis colectivo que deja entrever la construcción jurídica del 

feminicidio, su diferencia con el homicidio agravado, así como su estrecha relación con la 

violencia estructural contra las mujeres. Y, por último, se aborda las potencialidades y obstáculos 

de la implementación, donde se observa la exposición de los logros alcanzados y la presentación 

de las limitaciones que aún persisten en la aplicación de la Ley 1761 de 2015 y en su eficacia, 

analizando los factores institucionales, culturales y políticos que van en línea de sus debilidades. 

Así, en su conjunto, el capítulo establece las bases teóricas y metodológicas que permiten 

comprender en la medida que hay una norma, una sociedad y una justicia de género para realizar 
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un análisis crítico de la eficacia real de la Ley 1761 de 2015 en Colombia y las limitaciones que 

se dan en Guadalajara de Buga. 

 

6.1.1 Introducción a la Ley 1761 de 2015 

La Ley 1761 de 2015, conocida como Ley Rosa Elvira Cely, constituye un hito en el 

ordenamiento jurídico colombiano, al tipificar el feminicidio como un delito autónomo dentro del 

Código Penal (Congreso de la República de Colombia, 2015). Su promulgación respondió a la 

necesidad de ofrecer una respuesta penal diferenciada frente al incremento de la violencia letal 

contra las mujeres, fenómeno visibilizado a raíz del caso emblemático de Rosa Elvira Cely, cuyo 

asesinato en 2012 desató un debate nacional sobre la insuficiencia de las herramientas jurídicas 

existentes para sancionar los crímenes motivados por razones de género (Corporación Sisma 

Mujer, 2017). La aprobación de esta ley el 6 de julio de 2015 marcó un punto de inflexión en la 

política criminal colombiana, al reconocer la violencia feminicida como una manifestación 

estructural de desigualdad y una violación grave de los derechos humanos de las mujeres. 

Antes de la promulgación de la Ley 1761 de 2015, el contexto nacional presentaba una 

amenaza alarmante, ya que existía una tendencia en aumento en las cifras de homicidios de 

mujeres, los cuales, para muchos de esos crímenes -en una gran mayoría de ellos- se debían a 

entornos de pareja o a vínculos familiares. Según los registros que conservaba el Instituto Nacional 

de Medicina Legal y Ciencias Forenses, de acuerdo con la misma fuente, entre los años 2010 y 

2014 se registraron alrededor de 4.893 homicidios de mujeres en Colombia, una gran parte de esos 

asesinatos presentaron contextos de violencia intrafamiliar o de pareja (Instituto Nacional de 

Medicina Legal y Ciencias Forenses, 2015). Y estas cifras revelaban la necesidad de contar con 

un tipo penal que tuviera como causa, entre varias, la motivación de género, lo cual era un gran 
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desencuentro con las características del homicidio agravado que se esperaba de la Ley 599 de 

2000. 

La estructura normativa de la Ley 1761 incorpora disposiciones sustantivas y procesales 

destinadas a fortalecer la investigación y sanción del feminicidio. En su artículo 2°, la ley adiciona 

el artículo 104A al Código Penal, estableciendo penas de 250 a 500 meses de prisión para quienes 

cometan este delito por razones de género (Congreso de la República de Colombia, 2015). 

Asimismo, introduce ajustes en los procedimientos judiciales con el propósito de garantizar una 

perspectiva de género en la administración de justicia, aspecto que ha sido objeto de análisis por 

parte de la academia, la cual advierte que la mera creación normativa no asegura su aplicación 

efectiva sin acompañamiento institucional y formación judicial especializada (ONU Mujeres, 

2018). 

La denominación de esta ley en memoria de Rosa Elvira Cely tiene una carga simbólica 

y pedagógica significativa. Más allá de rendir homenaje a una víctima, constituye un acto de 

memoria colectiva que visibiliza la magnitud del feminicidio en Colombia y reafirma el 

compromiso estatal de erradicar la violencia basada en género (Toledo, 2017). Este proceso 

legislativo refleja también la incidencia de los movimientos feministas y de derechos humanos en 

la agenda política, evidenciando cómo la movilización social puede transformar el derecho penal 

en una herramienta de reivindicación y protección de los derechos de las mujeres (Saccomano, 

2017). 

6.1.2 Marco Legal y Normativo 

La consideración del feminicidio como un tipo de delito y la penalización del mismo en 

Colombia es el resultado de una larga trayectoria histórica de adaptación del ordenamiento jurídico 

interno a los parámetros de los derechos humanos y a las transformaciones sociales que pusieron 
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de manifiesto la persistencia de los actos de violencia extrema y letal de género, en su relación de 

dominio, discriminación y control sobre las mujeres. 

Los homicidios relacionados con patrones de dominación, control o discriminación 

estaban tipificados genéricamente en el Código Penal (Ley 599 de 2000), lo que ocultaba la 

configuración de un fenómeno de carácter social y la existencia de un substrato estructural y 

sociocultural patriarcal de este tipo de crímenes (Jurado, 2018). Esta especie normativa que 

tipificaba el homicidio en el contexto del control y dominación del género femenino no estaba 

presente en el Código Penal colombiano y lo que existía era la tradicional tipificación del 

homicidio que no constataba la relación del género como uno de los elementos constitutivos del 

delito, lo que evidenciaba que no existía una mirada diferenciada de la persecución penal ante la 

existencia de la violencia letal contra las mujeres. 

Desde finales del siglo XX, organismos internacionales y los movimientos feministas 

colombianos denunciaban la impunidad estructural en el ámbito de la violencia feminicida. 

Informes como el de la Red Feminista Antimilitarista (2022) y la Defensoría del Pueblo (2015) 

daban cuenta de una ineficacia institucional para prevenir, investigar y sancionar los homicidios 

de mujeres en los casos de femicidio. Por su parte, la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos (CIDH, 2007) instó al Estado colombiano a crear un tipo penal autónomo que reflejara 

la especificidad de estos crímenes y a poner en marcha los mecanismos para prestar la atención 

integral que reclamaban las víctimas indirectas; estas advertencias coincidieron en señalar que la 

falta de respuesta jurídica diferenciada con este tipo de crímenes había propiciado la impunidad y 

la normalización de la violencia estructural contra las mujeres (Barraza, 2025). 

Ahora bien, respecto a la evolución normativa y constitucional de la Ley 1761 de 2015, 

Ley Rosa Elvira Cely, fue un momento definitivo para el derecho penal colombiano por tipificar 
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el feminicidio como un tipo penal autónomo art 104A del Código Penal. Esta norma reconoció 

que los homicidios que den lugar a la muerte de mujeres víctimas a causa de su condición de 

género se puede considerar una de las formas más extremas de violencia y de discriminación 

estructural, y contempla unas sanciones agravadas que oscilan entre 250 y 500 meses de prisión 

(Congreso de la República de Colombia, 2015). El objetivo de esta norma fue visibilizar la 

motivación de género de los crímenes que afectan a mujeres y garantizar una respuesta penal que 

fuera proporcional, con un enfoque de los derechos humanos. 

El sustento constitucional de esta norma radica, entre otros, en los artículos 13 y 43 de la 

Constitución Política de 1991 que consagran la igualdad formal y material entre el hombre y la 

mujer, prohíben cualquier distinción por sexo o por género y garantizan una protección reforzada 

hacia las mujeres, en especial durante el embarazo y la maternidad (Constitución Política de 

Colombia, 1991). La Corte Constitucional, tal como lo afirmó la Sentencia C-776 de 2010 y la C-

368 de 2014, ha hecho un uso extensivo de la interpretación de estos artículos como inspiración 

para el vínculo del principio de igualdad sustantiva en el marco del Estado Social de Derecho, 

sosteniendo que la igualdad sustantiva exige adoptar medidas de diferenciación positiva que logren 

corregir las desigualdades estructurales (Corte Constitucional de Colombia, 2010; 2014). 

Respecto al desarrollo de la jurisprudencia constitucional, en esta materia se avanza hacia 

la consolidación de la validez y alcance del tipo penal de feminicidio a partir de sentencias que 

interpretan su compatibilidad con los principios de igualdad y no discriminación. En la Sentencia 

C-297 de 2016, la Corte Constitucional proclamó la exequibilidad del artículo 104A del Código 

Penal, argumentando que no se trata de una discriminación inversa, sino de una medida 

proporcionada y necesaria para corregir una desigualdad estructural histórica que lesiona a las 

mujeres (Corte Constitucional de Colombia, 2016). 
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De la misma manera, la Sentencia C-539 de 2016 amplió la esfera de protección al 

reconocer expresamente que el feminicidio podría extenderse a mujeres transgénero, dado que el 

tipo penal protege la identidad de género y no solamente el sexo biológico (Corte Constitucional 

de Colombia, 2016). Esta decisión incorporó una mirada interseccional que extiende el derecho 

penal de género a nuevas formas de desigualdad, las de identidad y expresión de género. 

La Sentencia T-145 de 2017 hizo hincapié dentro de la obligación estatal de realizar 

investigaciones con un enfoque diferencial, obligando a la Fiscalía General de la Nación a la 

implementación de protocolos específicos para la detección de los indicadores de violencia 

feminicida en las primeras diligencias (Corte Constitucional de Colombia, 2017). Este fallo 

judicial fue consecuencia de la errónea calificación frecuente de los casos como homicidios en 

sentido común, que dificultaban la aplicación efectiva del tipo penal. 

Recientemente, la Sentencia T-027 de 2025 volvió a recordarle a las autoridades 

judiciales y administrativas que deben actuar con debida diligencia reforzada en materias 

relacionadas con la violencia feminicida y que se requiere fortalecer la formación en enfoque de 

género para fiscales, jueces y policías judiciales, sustantivando la obligación del Estado. En esta 

providencia, la Corte Constitucional destacó nuevamente que la deficiente respuesta estatal ante 

los feminicidios constituye violencia institucional, lo cual conlleva a que se endosen obligaciones 

negativas a otros o se menoscabe el derecho a la igualdad, al acceso a la justicia y a una vida libre 

de violencia (Corte Constitucional de Colombia, 2025). 

Conjuntamente, el marco normativo colombiano se encuentra alineado con los 

compromisos internacionales que el Estado se ha visto en la necesidad de asumir. La Convención 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1979), 

ratificada de manera oficial a través de la Ley 51 de 1981, impone a los Estados, entre otras 
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obligaciones, la de consagrar en sus propias constituciones la igualdad de derechos entre los 

hombres y las mujeres y la de establecer la prohibición de la discriminación mediante la adopción 

de leyes (Naciones Unidas, 1979). También, la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer (Belém do Pará, 1994), incorporada 

oficialmente en el ordenamiento jurídico a través de la Ley 248 de 1995, establece un deber 

específico en el Estado, que es el de actuar con debido cuidado para prevenir y sancionar la 

violencia contra las mujeres. 

La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha venido 

consolidando estos mismos estándares (Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2009 caso 

González y otras vs. México) y en el caso de Velásquez Paiz y otros vs. Guatemala (2015), en los 

cuales se pronunció que la falta de respuesta oportuna y eficaz del Estado frente a los asesinatos 

de mujeres se constituye en una vulneración al derecho a la vida y al principio de igualdad ante la 

ley (Corte IDH, 2009; 2015). Por ser parte del bloque de constitucionalidad, está obligado el Estado 

colombiano a mantener políticas públicas, estructuras judiciales y tipos penales acordes con el 

estándar internacional de protección de las mujeres. 

En conclusión, el desarrollo normativo y jurisprudencial del feminicidio en Colombia es 

una expresión de la transformación de un paradigma de neutralidad penal formal para pasar a un 

modelo de justicia con perspectiva de género, en el cual busca dar cuenta de las asimetrías de poder 

en la historia y busca eliminar las violencias estructurales. Sin embargo, la persistencia de altas 

tasas de impunidad y las insuficientes aplicaciones de protocolos especializados demuestra que la 

eficacia de la Ley 1761 de 2015 depende de su adecuada articulación con políticas de prevención, 

educación y justicia restaurativa (Barraza, 2025) la tipificación penal del feminicidio, aunque 

constituye una consideración importante, adquiere eficacia real si se acompaña de un compromiso 
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institucional de cómo puede sostenerse la igualdad sustantiva y la garantía de una vida libre de 

violencia. 

 

6.1.3 Conceptos Clave: Feminicidio y Violencia de Género 

La palabra feminicidio comienza a emplearse dentro de la esfera académica y política, 

cabe recordar que el feminicidio no solamente es una definición penal del homicidio de mujeres. 

Su cita proviene de la antropóloga mexicana Marcela Lagarde, para quién este tipo de violencia 

tiene un carácter estructural que da cuenta del nivel individual y de la responsabilidad colectiva 

del Estado. A partir de sus formulaciones Lagarde (2008), definirá el feminicidio como el 

“genocidio contra mujeres, y acontece cuando las condiciones históricas viabilizan las prácticas 

sociales que permiten todos los atentados violentos contra la integridad, la salud, las libertades y 

la vida de las niñas y mujeres” (p. 216). Esta definición nos ofrece una mirada política y estructural 

que da cuenta de dicha tolerancia social e institucional hacia la violencia patriarcal. 

A nivel teórico Russell & Harmes (2006) diferencian entre el femicidio y asesinato 

misógino de mujeres perpetrado por hombres y el feminicida, que es una categoría más abarcadora 

que incluye la responsabilidad del Estado por acción u omisión. De este modo, esta distinción 

conceptual también supone un elemento esencial del derecho penal de hoy en día, al poner de 

relieve que la violencia feminicida no es solo la forma existente de asesinato, sino también la 

ineficacia o la falta de atención del Estado hacia la necesidad de prevenir, investigar y sancionar -

que no castigar- los actos de tal magnitud una vez cometidos (Russell & Harmes, 2006). 

La antropóloga Julia Monárrez Fragoso (2009), por su parte, se adentra en esta idea y 

describe el feminicidio, en último término, como: 
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El asesinato de una niña o mujer por el simple hecho de serlo, llevado a cabo por un varón, donde 

se dan todos los elementos de la relación inequitativa entre sus sexos: la superioridad genérica del 

varón frente a la posición subordinada de la mujer (p. 16).  

El análisis empírico que la autora realiza respecto de los casos de feminicidio acaecidos en 

Ciudad Juárez ejemplariza el modo en que los cuerpos de las mujeres quedan atrapados como 

vehículos de dominación y temprano castigo simbólico: son ocupados como cuerpos que son 

controlados y deshumanizados. En este sentido, Toledo (2017) afirma la necesidad de proponer 

una tipología funcional que clasifique el feminicidio en función de la relación que guarda la 

víctima con el victimario y las circunstancias en la que se desarrollan los actos: 

1) Feminicidio íntimo, dado en el contexto de una relación de pareja, por parejas o 

exparejas. 

2) Feminicidio no íntimo, que tiene lugar entre personas que no tienen lazos afectivos 

o familiares con la víctima. 

3) Feminicidio infantil, cuando las víctimas son niñas o adolescentes. 

4) Feminicidio por conexión, que se lleva a cabo cuando se asesina a una mujer 

tratando de ayudar o defender a otra víctima de violencia. 

La clasificación que propone Toledo (2017), tiene un objetivo claro: expresar las 

múltiples manifestaciones del fenómeno feminicida y la necesidad de abordarlo desde lo 

multidimensional, superando la mirada punitivista que entiende el feminicidio como el acto 

individual. De acuerdo con Lagarde & De los Ríos (2024) en el mismo sentido el feminicidio debe 

ser considerado una violación a los derechos humanos de las mujeres, un hecho derivado de una 

cultura de la impunidad y una de subordinación histórica, con el Estado como coautor simbólico 

que deja de garantizar su protección efectiva. 
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Frente a la violencia de género como fenómeno estructural, no se puede realizar un 

análisis del feminicidio en exclusividad, sino que se debe entender como la manifestación más 

extrema de un continuum de violencias fundamentadas en la desigualdad estructural entre hombres 

y mujeres. 

La Organización Mundial de la Salud (OMS, 2013), a través del modelo ecológico, 

conceptualiza la violencia de género como un fenómeno multicausal resultante de la interacción 

entre determinados factores que se pueden agrupar en individuales, relacionales, comunitarios y 

estructurales. En este sentido, la violencia feminicida es consecuencia de sistemas de poder que 

legitiman la dominación masculina y subordinan a las mujeres. 

Desde la teoría crítica feminista, Segato (2003, 2014) afirma que la violencia contra las 

mujeres es la respuesta al mandato de masculinidad, un orden simbólico que para cumplir el 

principio de la virilidad tiene a los hombres obligados a ejercer poder, control y dominio sobre las 

mujeres. Para la autora, el feminicidio representa el mensaje disciplinador más extremo de dicha 

obligación, a través del cual los agresores reafirmarán su autoridad frente al colectivo femenino. 

En este sentido, el asesinato de mujeres debe interpretarse como una comunicación social 

de poder: el cuerpo de las mujeres se transforma en el territorio donde, de un lado, existe un castigo 

y, del otro, una manifestación de la superioridad masculina. 

Complementariamente a esto, Facio & Fries (2005) establecen que el derecho, siendo 

también la historia del mismo, ha sido androcéntrico, esto es, ha estado dotado de la experiencia, 

las interpretaciones, las percepciones y los sentidos de los hombres. Esta situación ha invisibilizado 

justamente las formas de violencia que sufren las mujeres, relegando sus formas al ámbito de lo 

privado. Entonces, la tipificación del feminicidio es una muestra del avance hacia un derecho penal 
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con una verdadera perspectiva de género, que reconoce la necesidad de compensar, a través de una 

forma diferente de ver el derecho, las relaciones jurídicas y sociales, así como el carácter reparador 

del mismo. 

Los hallazgos sobre la violencia de género en América Latina evidencian que la violencia 

feminicida sigue reeditándose, por las limitaciones de las políticas públicas que se implementan 

como respuestas, así como por la debilidad con que funcionan los mecanismos institucionales que 

pretenden prevenir, proteger y sancionar la violencia de género Comisión Económica para 

América Latina y el Caribe (CEPAL). (2023).  En el caso colombiano, los datos proporcionados 

por el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses reportan anualmente un número 

superior a las 500 muertes violentas de mujeres, lo que exige poner énfasis en la necesidad de 

mejorar la investigación penal y las medidas preventivas frente a la violencia feminicida (Instituto 

Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, 2024). En este sentido, la violencia de género 

debe ser vista como un fenómeno de carácter estructural que se reproduce en los niveles simbólico, 

institucional y social, cuyo fin exige la transformación de las normas culturales, las prácticas 

jurídicas y las relaciones de dominio que la sustentan y que repercuten en la dominación masculina 

(Bourdieu, 2000). 

 

6.1.4 Diferenciación del feminicidio con el delito de homicidio agravado. 

En el contexto de la actualidad del derecho penal, la distinción que se produce entre el 

delito de feminicidio y el homicidio calificado o agravado supone una ruptura tanto desde un punto 

de vista doctrinal como de un punto de vista político. Esta distinción no sólo hace referencia a la 

forma en que se describe la intensidad del agravio, es una ruptura que va a alterar el fundamento 

ontológico del tipo penal en cuestión. De esta manera, al tiempo que el homicidio agravado se 
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funda sobre circunstancias objetivas de agravio (como pueden ser el parentesco, la indefensión de 

la víctima o la minoría de edad de ésta misma), no obstante, el feminicidio introduce un elemento 

subjetivo imprescindible en lo que se refiere a la motivación de género, es decir, a la voluntad de 

ir en contra de la vida de una mujer por el hecho de serlo (Congreso de la República de Colombia, 

2015, art. 104A). Por tanto, la diferencia dogmática que hay entre estos dos tipos penales, no se 

encuentra simplemente en la producción del resultado lesivo (la muerte) sino en la dimensión 

axiológica del injusto penal: el feminicidio no solo sanciona un atentado a la vida, sino el extremo 

del hacer que manifiesta un vínculo de dominación de género. Desde este punto de vista, el tipo 

de feminicidio hace ver una realidad social que la neutralidad del derecho penal tradicional había 

invisibilizado (Lagarde, 2008; Facio & Fries, 2005). 

 

6.1.4.1. Feminicidio y homicidio agravado: diferencias y regulación en el derecho 

penal colombiano 

En el derecho penal colombiano, el feminicidio fue incorporado a partir de la Ley 1761 

de 2015 como tipo penal autónomo, a diferencia del homicidio agravado que se encuentra regulado 

en el artículo 104 del Código Penal (Ley 599 de 2000). En el caso del homicidio agravado, la 

tipificación, salvo alguna otra calificación análoga se da por la simple concurrencia de condiciones 

externas a la relación como el parentesco o la vulnerabilidad; mientras que para el delito de 

feminicidio se hace necesario probar una serie de condiciones en los actos previos a consumar el 

procedimiento de asesinar a una mujer que estarían motivadas por la condición de género que 

ocuparía la mujer víctima de feminicidio. 

Esto representa la necesidad de que tanto los jueces como los fiscales sitúen los hechos 

en las relaciones estructurales de desigualdad de género y reconozcan que la violencia feminicida 
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no es un hecho aislado que culmina con el asesinato de la mujer, sino la expresión final de un 

continuum de violencias anteriores que se presenta en el marco de relaciones de subordinación y 

dominación (Lagarde y de los Ríos, 2024). En esta misma línea, en el año 2017 la Fiscalía General 

de la Nación expidió la Directiva 001 de la Fiscalía General de la Nación, con la que, por un lado, 

se establecieron orientaciones para la investigación del feminicidio y, por otro, se enunciaran unos 

indicadores que debían figurar en el análisis probatorio, tales como antecedentes de violencia 

intrafamiliar, conductas de control o celos patológicos, violencia sexual, mutilaciones o 

degradaciones del cuerpo, contextos de subordinación o discriminación de género (Fiscalía 

General de la Nación, 2017). 

La Corte Constitucional, mediante la Sentencia C-297 de 2016, en el que se reafirmó la 

constitucionalidad del artículo 104A de Código Penal, que diferencia el feminicidio del homicidio, 

lo asimiló y entendió como una acción afirmativa que no vulnera el principio de igualdad, sino que 

por el contrario es una acción afirmativa válida para tratar de poner en evidencia la desigualdad 

estructural que subyace al conflicto entre hombres y mujeres (Corte Constitucional de Colombia, 

2016). De este modo, el feminicidio da un sentido simbólico de justicia redistributiva a la violencia 

de género reconocida estructuralmente, ya no como la mera desviación o desvío individual. 

La noción de mujer en el ámbito del derecho penal con enfoque de género se aleja del 

sentido de sexo que tanto se intenta poner de manifiesto, sino que hace referencia a una categoría 

socio jurídica y simbólica, que contiene a quienes, debido a su identidad de género, son colocadas 

en una situación de sometimiento dentro de una relación patriarcal. La Corte Constitucional de 

Colombia, a través de la Sentencia C-539 de 2016 desplegó la expresión del artículo 104A del 

Código Penal haciendo exequible la expresión de “por motivos de su identidad de género” porque 

asimismo reconoce a las mujeres trans como potenciales víctimas de feminicidio ya que el bien 



50 
 

jurídico protegido es la vida de quienes encarnan socialmente a la feminidad y es por lo tanto 

objeto de violencia estructural por razones de género (Corte Constitucional de Colombia, 2016). 

Según Butler (2007), doctrinariamente el género no debe ser entendido como una esencia 

biológica, sino como una construcción performativa que es sostenida por normas culturales que 

establecen lo que significa ser mujer o ser hombre en una cultura determinada. En esta lectura, ser 

mujer no equivale a ser una mujer como consecuencia de tener un determinado tipo de cuerpo, 

sino a ocupar un lugar simbólico de déficit histórico con respecto a las estructuras de poder 

masculinas. 

 

6.1.4.2. Por qué se diferencia del homicidio «normal» 

El homicidio simple o el homicidio agravado son tipos penales que castigan el atentado a 

la vida sin que sea necesario analizar las implicancias sociales o las implicancias simbólicas del 

hecho. En cambio, el feminicidio tipifica una forma de actuar en el que el motivo de la acción no 

es individual o instrumental, sino ideológico: nace de la desigualdad estructural de género y de la 

cosificación de las mujeres (Lagarde, 2008). 

Vale la pena destacar, que, en Colombia, expresiones como “feminicidio íntimo”, 

“feminicidio no íntimo” o “feminicidio por conexión” no se encuentran en la Ley 1761 de 2015 ni 

en el artículo 104A del Código Penal. Estas son variaciones que los diferentes expertos en el tema, 

así como los entes internacionales han ido construyendo con el propósito de describir la forma en 

que se va exteriorizando el fenómeno, pero no por ello han de entenderse cómo subtipos legales 

independientes. 
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La ley colombiana solo estipula que comete el delito de feminicidio la persona que 

provoca la muerte a una mujer en virtud de su condición de mujer o por consideraciones de 

identidad de género, así como también indica (en el artículo 104A, a través de una serie de 

circunstancias objetivas, como la existencia de una relación de pareja o de convivencia anterior, la 

existencia de antecedentes de violencia de género, la existencia de actos de dominación sobre la 

víctima, la existencia de privación de libertad, etc.) la cual es la labor de los jueces en la valoración  

(Congreso de la República de Colombia, 2015). De estas circunstancias se extraen las categorías 

doctrinales mencionadas: 

El feminicidio íntimo se da en los casos en los que el agresor mantenga o hubiera 

mantenido una relación afectiva, sexual o de convivencia con la víctima, derivándose de la letra a) 

del artículo 104A. El feminicidio no intimo se refiere a aquellos casos que se dan sin la relación 

previa de la víctima y el agresor/a, siendo el motivo la causa que origina el caso, o simplemente el 

desprecio, odio o cosificación de la mujer en contextos de violencia sexual o social (Monárrez, 

2009). 

El feminicidio por conexión se considera que se presenta en los casos en que se asesina a 

la mujer por una intervención o una conexión de la misma con otra víctima de violencia de género, 

tipología también dada por Lagarde (2008) para visibilizar a las mujeres que son asesinadas cuando 

están intentando proteger a otras. 

Asimismo, surge en la doctrina colombiana, autores como Correa (2024) y Huertas & 

Jiménez (2016), que explican que sean dos tipologías con un empleo analítico y estadístico pues 

permiten visibilizar patrones de la victimización y ajustar las políticas públicas de la prevención 

independiente de que no tengan efecto de tipo penal directo; dicho de otra manera que el legislador 

no usa el “feminicidio íntimo” o “por conexión” como tales, sino como contextos del feminicidio 
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único contrario que destaca el contexto de la motivación de género y la debida diligencia de la 

investigación. 

De modo que es una tipología que busca satisfacer una necesidad académica de nombrar 

y comprender la pluralidad del fenómeno, más que de fragmentar el tipo penal, ya que en el ámbito 

práctico judicial son categorías que se sirven de marco de investigación que permite la 

visibilización del contexto de la subordinación, pero la aplicación de la norma solo se hace desde 

el marco del art 104A del Código Penal. Acorde a lo anterior para comprender mejor que es y que 

no es feminicidio, se presenta la siguiente:  

Ilustración 1. ¿Ejemplos que sí y que no constituyen Feminicidio? 

       Nota: Elaboración propia.  
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Acorde a lo anterior, se puede evidenciar una forma doctrinaria para identificar mejor el 

feminicidio, por lo cual, se establece que el bien jurídico protegido por el homicidio común es la 

vida como bien jurídico individual. El bien jurídico protegido por el feminicidio es la vida y la 

igualdad sustantiva entre los géneros, es decir, que al feminicidio también corresponde el mensaje 

de dominación que el crimen dirige a todo el resto de las mujeres (Segato, 2014). La violencia 

feminicida busca castigar la autonomía de las mujeres o reafirmar el poder de los hombres. Por 

eso, como señala Segato (2003), el feminicidio no solo mata a una mujer, sino que “manda un 

mensaje disciplinador al cuerpo social de mujeres”. 

Como advierten Vélez (2023) y la Fiscalía General de la Nación (2023) el feminicidio 

tipificado en el artículo 104A del Código Penal exige probar la motivación por razón de género, 

lo que lo distingue del homicidio agravado por parentesco o indefensión. El principal desafío 

probatorio radica en certificar un contexto de violencia ascendente, control, misoginia u odio hacia 

la condición femenina de la víctima, mediante enfoque de género en la investigación. 

De aquí se deduce que el feminicidio no viene dado por quién muere, sino por qué muere. 

La muerte de una mujer a manos de un hombre solo puede ser calificada como feminicidio cuando 

esa muerte responde a una motivación determinada por la desigualdad estructural de género, y no 

por motivaciones circunstanciales, ajenas a esa condición. 
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Ilustración 2. Diferencia entre homicidio común y feminicidio  

Nota: Elaboración propia.  

Acorde a lo anterior, se puede indicar que “Ser mujer” (en el contexto del feminicidio) no 

es una situación biológica; sino una posición social históricamente construida. El derecho penal, 

al entrar el feminicidio como figura delictual, pone fin a la ficción de la neutralidad y asume que 

la violencia tiene elementos estructurales. Por ello, el feminicidio no es un homicidio agravado 

más, sino una respuesta paramétrica que asume visibiliza y sanciona la desigualdad de género 

como una situación de criminogenésis. 

6.1.5 Potencialidades y Obstáculos en la Implementación 

La promulgación de la Ley 1761 de 2015 fue un hito importante en el ordenamiento 

jurídico colombiano al configurar el feminicidio como un delito distinto dentro del Código Penal, 

concediéndole un tratamiento diferenciado respecto al homicidio agravado y reconociendo la 

motivación de género como uno de los elementos fundamentales del tipo penal (Congreso de la 

República de Colombia, 2015). Durante los últimos años ha habido avances en términos de 
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visibilización y la forma de llevar una cuenta de estos crímenes, de tal modo que la Defensoría del 

Pueblo puntualizó que durante el 2024 se documentaron 745 feminicidios en el país, cifra que se 

debe a la existencia de una mayor capacidad institucional para documentar estos hechos y para 

visibilizar el fenómeno de la violencia feminicida (Defensoría del Pueblo, 2024). En enero de 2025 

y abril del mismo año, se documentaron 123 feminicidios y 79 feminicidios en grado de tentativa, 

de lo cual se desprende que el fenómeno de la violencia letal contra las mujeres continúa 

manifestándose con alta intensidad en la nación colombiana (Defensoría del Pueblo, 2025). Estas 

cifras permiten realizar una doble lectura, por una parte, se evidencia que sí se han dado ciertos 

avances en las formas de reconocer e identificar el feminicidio; pero al mismo tiempo queda en 

evidencia que la tipificación penal no ha sido suficiente para erradicar tal fenómeno, lo que permite 

observar la necesidad de fortalecer las políticas de prevención, de protección y de investigación 

penal. 

Se destaca que aún con los logros normativos, la aplicación se encuentra frente a los 

obstáculos estructurales que le restan eficacia. A nivel institucional, la baja especialización de los 

operadores judiciales vuelve a ser una constante: a pesar de no disponer de datos de carácter 

reciente, específicos y abundantes sobre la formación, el informe advierte que existió, en fases 

anteriores, una importante carencia formativa que incluía la falta de perspectiva de género 

(Corporación Humanas, 2018), lo que dificulta la adecuada aplicación del tipo penal e induce a 

calificaciones erróneas. 

A nivel cultural persisten estereotipos de género muy arraigados que convierten el 

proceso de la persecución penal en difícil. Por ejemplo, el documento de la Corporación Sisma 

Mujer, permitió evidenciar ciertas decisiones que categorizan los feminicidios como “crímenes 

pasionales” o que hacen atribuciones de culpabilidad a la víctima, lo que verificó que la supuesta 
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neutralidad que caracteriza al derecho penal tradicional no ha sido totalmente desplazada por la 

intervención de un enfoque de género solvente (Sisma Mujer, 2017); a su vez, el subregistro, otro 

de los problemas detectados, se centra en que la diferencia entre datos oficiales y los dados por la 

sociedad civil demuestra que hay casos que no se investigan como feminicidios (Sisma Mujer, 

2018). 

Con respecto a lo concerniente al ámbito procesal, uno de los problemas más relevantes 

es la prueba del elemento normativo “por ser mujer”, que es el núcleo del tipo penal de feminicidio 

sexual. En este sentido, análisis institucionales basados en registros oficiales dan cuenta de que 

entre enero y noviembre de 2024 se registraron 187 víctimas de feminicidio en Colombia, 129 de 

ellas (69%) a manos de la pareja o expareja, siendo frecuente el uso de un arma blanca 

(Procuraduría General de la Nación, 2024). Estos datos muestran que, aun cuando la ley establece 

criterios claros de motivación de género, la mayoría de los feminicidios siguen ocurriendo en 

contextos íntimos o de pareja, a lo que se agrega una dificultad mayor para la detección de otras 

formas de feminicidio no íntimo y la dificultad probatoria de las autoridades judiciales. 

 

6.1.5.1 Dificultades en el marco de los contextos locales: el caso de los municipios 

intermedios 

Los documentos analizados, de entidades públicas dan cuenta de que la implementación 

local de la ley es más débil en municipios intermedios y en zonas rurales: la inexistencia de 

fiscalías especializadas, la falta de recursos materiales y humanos, y la desconexión entre 

organizaciones de víctimas y las instituciones del Estado tejen un escenario de mayor 

vulnerabilidad. Para el caso, la Defensoría del Pueblo advierte de la ocurrencia de varios 
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feminicidios entre enero y mayo de 2024 en departamentos como el Valle del Cauca y Putumayo, 

lo que da cuenta de dificultades territoriales ciertas (Defensoría del Pueblo, 2024). 

Además, este desequilibrio territorial muestra que el reto no es puramente normativo, sino 

logístico y organizativo: una ley nacional llama a implementarse en territorios con ciertos 

mecanismos y estos mecanismos muestran a su vez debilidades. 

De esta manera, la tipificación del feminicidio constituye solo un elemento más de un 

amplio conjunto de instrumentos que pueden existir para erradicar el feminicidio; sin embargo, no 

sería suficiente. Múltiples documentos u organizaciones han establecido la relación entre la 

reducción a largo plazo de los feminicidios y la adopción de políticas públicas integrales. Por 

ejemplo, la CEPAL apuntaba ya la necesidad de llevar a cabo una intervención intersectorial; los 

últimos expertos han replicado esta afirmación: existen necesidades y, en consecuencia, 

actividades a realizar como son programas educativos, servicios de protección, protocolos de 

investigación especializados, formación judicial, creación de un sistema de información uniforme, 

asignación de los presupuestos necesarios (Toledo, 2017). 

El caso colombiano también evidencia estos desafíos. A una década de la expedición de 

la Ley 1761 de 2015, diversos estudios han identificado obstáculos relevantes para su 

implementación efectiva, entre ellos la limitada apropiación institucional del enfoque de género, 

debilidades en la formación de operadores judiciales y la persistencia de barreras institucionales 

que dificultan la investigación y sanción adecuada de los feminicidios (ONU Mujeres & 

Universidad Nacional de Colombia, 2018). 

Por consiguiente, la mirada crítica nos dice que la ley autónoma de feminicidio se debe 

entender como parte de un sistema de derechos humanos integrales donde lo sancionador, lo 



58 
 

preventivo, lo cultural y lo institucional confluyan. Solo de esta forma se podrá avanzar de la 

visibilidad jurídica a una reducción real y mantenida de los feminicidios. 

Asimismo, en contextos territoriales intermedios como Guadalajara de Buga lo cual en el 

otro capítulo se abordará mayormente, se tiene que la puesta en práctica de la Ley 1761 presenta 

obstáculos agregados que se derivan del centralismo institucional y de la escasez de recursos 

territoriales: el acaparamiento de las fiscalías especializadas en las grandes urbes produce un efecto 

de fallos en la cobertura de municipios pequeños.  

La Fiscalía General de la Nación (2019) en el Informe de Avances 2016 – 2019, reconoce 

que la mayoría de los municipios no dispone de despachos exclusivamente dedicados a delitos de 

la violencia de género, obligando a fiscales generalistas a hacerse cargo de los casos de 

feminicidio, que van en la línea de la práctica del ser y el no ser y que no cuenta con la capacitación 

o la asistencia técnica para ello. 

Las organizaciones de mujeres en el ámbito comunitario cumplen un rol fundamental en 

la visibilización de los casos y apoyo a las víctimas, pero actúan con recursos muy limitados y sin 

una articulación efectiva con las autoridades locales (Gutiérrez, 2020), lo que produce una 

desconexión institucional que anula las redes de prevención y los sistemas de alerta temprana, y 

que repite el círculo de ineficacia estructural. 

Por su parte, la experiencia latinoamericana indica que la tipificación penal es necesaria, 

pero es insuficiente para lograr la erradicación de la violencia feminicida si no se articulan las 

políticas públicas en torno a ella. Carcedo (2010) y la Comisión Económica para América Latina 

y el Caribe [CEPAL] (2016), afirman que la reducción sostenible de estos crímenes depende de la 

existencia de estrategias multidimensionales producto de la combinación de programas educativos 
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y comunitarios de prevención temprana; de sistemas de protección inmediata y medidas cautelares 

con un seguimiento efectivo, de la potenciación de la investigación criminal mediante protocolos 

especializados y equipos interdisciplinarios; de la formación continua de operadores judiciales en 

la perspectiva de género; de sistemas integrados de información y estadísticas verificables; de 

asignaciones presupuestarias estables y suficientes (CEPAL, 2016). 

El marco complementario de la Ley 1761 lo constituyen el CONPES 3784 de 2013 y la 

Política Pública Nacional de Equidad de Género en el caso colombiano; sin embargo, estudios 

recientes han mostrado que los problemas de implementación de estas leyes se encuentran 

asociados a la insuficiencia presupuestaria, débil coordinación interinstitucional, y falta de 

voluntad política en el nivel territorial, así como lo indica la Defensoría del Pueblo (2020) y la 

Corporación Humanas (2018). 

De este modo, la eficacia del tipo penal depende de la necesidad de una articulación 

integral entre la sanción penal, la prevención social y la transformación cultural que permita salir 

del enfoque punitivo y avanzar hacia una justicia de género. 

 

  



60 
 

Capítulo II 

6.2 Efectividad de las medidas de protección y prevención establecidas por la ley 

1761 de 2015 en el municipio de Guadalajara de Buga 

 

El objetivo de este capítulo consiste en analizar la efectividad de las medidas de 

protección y prevención consagradas en la Ley 1761 del 15 de julio de 2015, conocida como “Ley 

Rosa Elvira Cely” en el contexto del municipio de Guadalajara de Buga, Valle del Cauca. Este 

análisis se enmarca en los compromisos asumidos por el Estado colombiano para brindar una vida 

sin violencias a las mujeres, en tanto que dichos compromisos son consistentes con los estándares 

internacionales de derechos humanos y con las políticas públicas nacionales y locales de equidad 

de género. La investigación tiene como objetivo analizar en qué medida la ley, las medidas 

institucionales y las rutas de atención vigentes previenen y sancionan los feminicidios en este 

contexto, junto con los vacíos normativos, institucionales o culturales que pueden poner las 

medidas de protección en el papel, y no en el hecho. 

Desde un enfoque metodológico cualitativo, articulado mediante la triangulación de 

técnicas documentales y de campo, el análisis documental de normas, políticas públicas y 

documentos institucionales será complementado con la recolección de información empírica a 

nivel municipal, utilizando fuentes primarias (Ley 1761 de 2015, Ley 1257 de 2008, decretos 

reglamentarios, resoluciones municipales) y fuentes secundarias (informes de la Defensoría del 

Pueblo, Gobernación del Valle del Cauca, Fiscalía General de la Nación y organizaciones sociales 

como Sisma Mujer o Humanas). La metodología del análisis se vale del análisis documental y de 

la triangulación de información jurídica, institucional y empírica bajo criterios de trazabilidad, 

objetividad y rigor interpretativo. Para la recolección de la información local se propone el uso de 
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una solicitud de información pública, así como el uso de entrevistas semiestructuradas a 

funcionarias/os de la Alcaldía de Buga. 

El marco teórico se soporta en tres grandes líneas teóricas. La primera de ellas hace 

referencia a la teoría de la violencia estructural y el continuum de violencia de género, que señala 

que el feminicidio es la mayor expresión de un cúmulo de agresiones físicas, psicológicas y 

simbólicas que se basan en el control y la supeditación de las mujeres (Follegati, 2019). La segunda 

línea de esta investigación basa su fundamentación teórica en la teoría de la interseccionalidad, 

que considera que las variables de género tienen un cruce o interacción con las variables 

económicas, étnicas y territoriales, y determina que el empoderamiento femenino, la situación de 

las mujeres en el acceso a la justicia y la vulneración de sus derechos también están relacionados 

con la situación de pobreza y de escasa educación (América Latina Genera, 2014). 

La tercera línea tiene como fundamentación teórica la teoría de la implementación de 

políticas públicas, la que sostiene que la eficacia de una norma viene determinada por la capacidad 

de su traducción en programas, presupuestos y acciones que tengan en cuenta las coordenadas de 

las instituciones responsables de su ejecución. Al amparo de las aportaciones de las teorías de la 

interseccionalidad y de la implementación de políticas públicas, se puede concluir en cuanto a la 

eficacia de la Ley 1761 que no depende solo de la existencia de la norma, sino, fundamentalmente, 

de la posibilidad del Estado (en todos sus niveles) sistémicamente de prevenir, proteger y castigar 

las violencias basadas en género con un enfoque territorial. 

En el contexto colombiano, el conjunto normativo básico se encuentra representado por 

la Ley 1257 de 2008, que diseña medidas de sensibilización, prevención y sanción de la violencia 

contra la mujer, y la Ley 1761 de 2015, que tipifica el feminicidio como un delito autónomo y 

promulgando la adopción de políticas integrales de protección y sensibilización de la sociedad 
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(Congreso de la República de Colombia, 2008, 2015). Dichas normas se articulan de manera 

deseable con instrumentos internacionales de los que se ocupa la Convención sobre la Eliminación 

de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, 1979) y la Convención de 

Belém do Pará (1994), a donde se obliga a los Estados a prevenir, investigar y sancionar la 

violencia de género. 

A nivel departamental se propuso la estrategia Código Rosa, la cual articula la atención 

en salud, justicia y bienestar social para la salud de las mujeres que han sido víctimas de violencia, 

así mismo la creación de Casas y Consultorios Rosa como espacios de atención integral 

(Gobernación del Valle del Cauca, 2019). El municipio de Guadalajara de Buga cuenta con el 

Consultorio Rosa en el Hospital Divino Niño, el cual brinda atención interdisciplinaria en el área 

de psicología, trabajo social y jurídica a las mujeres que han sido víctimas de violencia 

(Gobernación del Valle del Cauca, 2020). Así mismo el municipio cuenta con Secretaría de la 

Mujer, Equidad de Género y Diversidad Sexual, Comisarías de Familia y la Fiscalía Seccional de 

Buga, como entidades responsables de activar y acompañar la atención de esta ruta. 

Para los fines de la investigación, la recolección de datos en Buga se realizó bajo la 

siguiente metodología: 1) Solicitud formal a la Alcaldía Municipal, a la Comisaría de Familia y a 

la Fiscalía Seccional para requerir estadísticas sobre feminicidios, medidas de protección y 

recursos destinados a mujeres; 2) Entrevista con funcionarios de la Secretaría de la Mujer, 

Comisaría de Familia y Consultorio Rosa para detallar el funcionamiento de la activación de las 

rutas y los obstáculos cotidianos; 3) Observación documental de los protocolos institucionales 

vigentes. 
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6.2.1 Medida normativa aplicable 

La Ley 1761 de 2015, que recibe también el nombre de “Ley Rosa Elvira Cely”, 

estableció en el ordenamiento jurídico colombiano el feminicidio como un delito autónomo, 

mediante la adición del artículo 104A al Código Penal. La ley tiene por objeto “tipificar el 

feminicidio como un delito autónomo, para garantizar la investigación y la sanción de las 

violencias contra las mujeres por razones de género y de discriminación, así como para prevenir y 

erradicar dicha violencia y adoptar estrategias para sensibilizar a la sociedad colombiana” 

(Congreso de la República de Colombia, 2015).  

Esta norma, que introdujo la figura del feminicidio, se complementa con la Ley 1257 de 

2008, cuyo objeto es adoptar las normas para garantizar “una vida libre de violencia” a las mujeres 

(Congreso de la República de Colombia, 2008), lo que constituye la normativa nacional para la 

protección, la prevención y la atención de la violencia contra las mujeres. La Ley 1257 de 2008 

también establece como “medidas de atención”, para las mujeres víctimas de violencia, “hacer 

efectivo su derecho a la atención, que involucra ofrecer habitación, alimentación y transporte o 

subsidio monetario para cubrir estos gastos” (Congreso de la República de Colombia, 2008). Así, 

el nivel nacional cuenta con mecanismos jurídicos específicos e instrumentos de protección y 

atención para víctimas, los cuales constituyen la base normativa para los municipios. 

 

6.2.2 Principales medidas de protección nacional, departamental y local 

6.2.2.1 Nivel nacional 

• La Ruta de atención integral para víctimas de violencias de género fue aplicada para 

encauzar a las víctimas a los procedimientos administrativos o judiciales que le 

correspondan (Ministerio de Salud y Protección Social, 2022). 
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• Dentro del ámbito de la Ley 1257 de 2008, el artículo 19 establece medidas de atención 

inmediata para mujeres víctimas de violencia que comprenden alojamiento seguro, 

alimentación, transporte y subsidios, conforme a los protocolos del Ministerio de Salud y 

Protección Social. Estas medidas buscan garantizar protección efectiva en situaciones de 

riesgo inminente, articulándose con la ruta de atención integral establecida en la misma ley 

(Ministerio de Salud y Protección Social, 2022). 

• La Ley 1761 de 2015 establece la obligación de investigar con la debida diligencia los 

feminicidios, al tiempo que requiere adoptar políticas relacionadas con la prevención y la 

sanción (Congreso de la República de Colombia, 2015). 

 

6.2.2.2 Nivel departamental (Valle del Cauca) 

 

• Desde el departamento del Valle del Cauca se han desarrollado opciones discursivas como 

“Código Rosa” para reforzar las rutas de atención a las mujeres víctimas de la violencia de 

género, interrelacionando salud, justicia y la situación de las mujeres. 

▪ De acuerdo con las noticias oficiales, el municipio de Guadalajara de Buga ha sido objeto de 

campañas de sensibilización para la atención de víctimas de violencia de género 

(Gobernación del Valle del Cauca, 2019), lo que también evidencia que a nivel 

departamental hay espacios de coordinación con las entidades de los municipios. 

6.2.2.3 Nivel municipal (Guadalajara de Buga) 

 

Para el período comprendido entre los años 2015 al 2023 se tiene la presencia a nivel 

municipal de la Oficina de la Mujer funcionando. Solo hasta la administración de la actual 

alcaldesa Karol Martínez es que se realiza la transformación de oficina a Secretaría Municipal de 
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la Mujer, lo que permite la creación de políticas más efectivas, así como un presupuesto más 

amplio, mejor cobertura en servicios, etc., esto con el fin de hacerle frente a las distintas 

problemáticas de las mujeres en el municipio.  Cabe aclarar que, la Oficina de la Mujer fue creada 

mediante el Acuerdo 021 de 2008 del Concejo Municipal y bajo la administración del alcalde 

Freddy Hernando Libreros Henao, la cual, además, estaba adscrita a la Secretaría de Bienestar 

Social, dentro de las funciones de la Oficina de la Mujer estaba el liderar, dirigir y coordinar 

políticas, programas y proyectos dirigido a mujeres y población LGTBI (Concejo Municipal de 

Guadalajara de Buga, 2008).  

Más adelante, en el año 2013 el Concejo Municipal firma el Acuerdo 057 de 2013 con una 

vigencia de 10 años y bajo la administración del alcalde John Harold Suárez Vargas, con el fin de 

aprobar la política pública para las mujeres de Guadalajara de Buga enfatizando en temas de 

equidad social, participación política y laboral de las mujeres, es así como este Acuerdo fortalece 

las funciones y da un marco programático a la Oficina de la Mujer (Concejo Municipal de 

Guadalajara de Buga, 2013). 

Para el año 2023 se firmó el Acuerdo 088 del Concejo Municipal y bajo la administración 

del alcalde Julián Rojas con el fin de actualizar la Política Pública de la Mujer que ya había sido 

aprobada en el año 2013 y por una vigencia de 10 años (Concejo Municipal de Guadalajara de 

Buga, 2013).  

Finalmente, bajo la administración de la actual alcaldesa Karol Martínez, el Concejo 

Municipal de Buga aprobó el 28 de septiembre de 2024 el Proyecto de Acuerdo que permitió 

transformar la Oficina de la Mujer a Secretaría de la Mujer, Equidad de Género y Diversidad 

Sexual. De esta manera, se le otorgó autonomía administrativa, así como presupuesto propio, cabe 
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destacar que esta acción fue resultado de un compromiso de campaña que la alcaldesa Karol 

Martínez cumplió dentro del primer año de su administración.  

▪ La administración municipal, a través de resolución municipal DAM-1100-117-2025 crea e 

institucionaliza, horarios de atención en oficina municipal para atención a la mujer, equidad 

de género y diversidad sexual, lo que constituye una forma de dar respuesta desde una 

institucionalidad local para recibir consultas o la atención de víctimas (Alcaldía de Buga, 

2025).  

▪ En 2019 hubo registro de que el municipio realizó jornadas para sensibilizar sobre la atención 

a víctimas de violencia basada en género, (Gobernación del Valle del Cauca, 2019). 

▪ Se produjo la instalación de un “Consejo de Seguridad para la Mujer” que está relacionado 

a nivel local con una instancia de gobernanza para la violencia de género (Facebook Alcaldía 

de Buga, 2024).  

▪ Con relación a la ruta institucional sobre “La ruta de atención para mujeres víctimas de 

violencias y en riesgo de feminicidio” en Colombia se cuenta con un marco normativo que 

debe ejecutarse también en Buga (SDMujer, 2017). 
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6.2.3 Entidades, rutas y aplicación local en el municipio de Buga 

 

6.2.3.1 Entidades responsables en Buga 

 

Tabla 1. Marco normativo e institucional aplicable a la protección, prevención y sanción del feminicidio 

en Colombia, con énfasis en el municipio de Guadalajara de Buga 

Entidad 

Fundamento 

jurídico / 

normativo 

Competencias 

específicas 

Funciones en la 

prevención y 

atención del 

feminicidio 

Mecanismos 

de 

articulación 

institucional 

en Buga 

Observaciones 

críticas / nivel de 

efectividad local 

Secretaría de 

la Mujer, 

Equidad de 

Género y 

Diversidad 

Sexual 

Creada 

mediante actos 

administrativos 

municipales en 

cumplimiento 

de la Ley 1257 

de 2008 y la 

Política 

Pública 

Nacional de 

Equidad de 

Género 

(CONPES 161 

de 2013). 

Liderar la 

implementación 

local de 

políticas de 

equidad, 

prevención de 

violencia 

basada en 

género (VBG) 

y promoción de 

derechos de las 

mujeres. 

Coordina 

programas de 

sensibilización, 

asesoría jurídica, 

acompañamiento 

psicosocial y 

seguimiento a 

víctimas en 

articulación con 

el Consultorio 

Rosa. 

Participa en el 

Consejo de 

Seguridad 

para la Mujer; 

canaliza 

denuncias y 

coordina con 

Comisarías de 

Familia y 

Policía. 

Posee estructura 

institucional, pero 

carece de presupuesto 

suficiente y personal 

especializado 

permanente 

(Defensoría del 

Pueblo, 2024). 

Comisaría de 

Familia 

Ley 2126 de 

2021 (por la 

cual se 

fortalece el 

sistema de 

comisarías); 

Ley 575 de 

2000; Ley 

1257 de 2008. 

Autoridad 

administrativa 

competente 

para dictar 

medidas de 

protección 

inmediata en 

casos de 

violencia 

intrafamiliar y 

de género. 

Recibe 

denuncias, 

decreta medidas 

urgentes 

(prohibición de 

acercamiento, 

desalojo del 

agresor, 

suspensión de 

porte de armas), 

y remite a 

Fiscalía. 

Integra la 

Ruta de 

Atención a 

Mujeres 

Víctimas de 

Violencia 

(RAIVVG); 

coordina con 

Policía y 

Secretaría de 

Mujer para 

ejecución y 

seguimiento. 

Alta carga laboral y 

carencia de psicólogas 

y trabajadoras sociales 

permanentes; lentitud 

en la adopción de 

medidas de protección 

(ONU Mujeres & 

UNAL, 2018). 

Fiscalía 

General de la 

Nación – 

Seccional 

Ley 906 de 

2004 (Código 

de 

Procedimiento 

Investigar y 

judicializar 

casos de 

feminicidio, 

Dirige 

investigación 

penal, 

recolección de 

Trabaja con la 

Sijín, CTI y 

Medicina 

Legal para 

Ha mostrado avances 

en judicialización, pero 

baja tasa de condenas y 

escasa especialización 
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Entidad 

Fundamento 

jurídico / 

normativo 

Competencias 

específicas 

Funciones en la 

prevención y 

atención del 

feminicidio 

Mecanismos 

de 

articulación 

institucional 

en Buga 

Observaciones 

críticas / nivel de 

efectividad local 

Buga / Unidad 

de Género 

Penal); Ley 

1761 de 2015; 

Directiva 001 

de 2017 de la 

Fiscalía. 

tentativa de 

feminicidio, 

violencia 

intrafamiliar y 

delitos 

sexuales. 

pruebas, 

imputación, 

acusación y 

seguimiento de 

medidas de 

protección 

incumplidas. 

pruebas 

forenses; 

participa en el 

Comité de 

Seguimiento 

Departamental 

de Casos de 

Feminicidio. 

de fiscales en enfoque 

de género (Ideas Paz, 

2025). 

Instituto 

Nacional de 

Medicina 

Legal y 

Ciencias 

Forenses 

(INMLCF) 

Decreto 786 de 

1990; 

Resolución 

000 de 2021 

(INMLCF); 

Ley 1761 de 

2015. 

Practicar 

peritajes y 

dictámenes 

médico-legales, 

psicoforenses y 

tanatológicos 

en casos de 

violencia de 

género o 

muertes 

sospechosas. 

Emite 

dictámenes que 

determinan la 

causa de muerte, 

signos de 

violencia sexual 

o física y evalúa 

lesiones en 

víctimas 

sobrevivientes. 

Opera a través 

de la Regional 

Valle del 

Cauca con 

sub-sede en 

Buga; 

colabora con 

la Fiscalía 

Seccional y 

hospitales. 

Cumple con rigor 

técnico, pero enfrenta 

demoras en entrega de 

dictámenes y 

limitaciones logísticas 

en cobertura regional 

(INMLCF, 2022). 

Policía 

Nacional – 

Sijín y CTI 

Ley 62 de 

1993; Ley 

1801 de 2016 

(Código 

Nacional de 

Seguridad y 

Convivencia); 

Ley 1761 de 

2015. 

Proteger a las 

víctimas, 

ejecutar 

órdenes 

judiciales, 

realizar labores 

de 

investigación y 

captura de 

agresores. 

Recibe 

denuncias, 

asegura escena 

del crimen, 

traslada víctimas 

a centros 

asistenciales y 

apoya la 

investigación 

penal. 

Integrada en 

la Mesa de 

Seguridad y 

Convivencia 

municipal y 

en el Consejo 

de Seguridad 

para la Mujer; 

se comunica 

con 

Comisarías y 

Fiscalía. 

Falta de formación 

continua en enfoque de 

género y debilidades 

en atención inicial de 

víctimas (Defensoría 

del Pueblo, 2024). 

Hospital 

Divino Niño – 

Consultorio 

Rosa 

Estrategia 

“Código Rosa” 

(Gobernación 

del Valle, 

2019); 

Resolución 

275 de 2019 

(Minsalud). 

Brindar 

atención 

integral en 

salud física, 

psicológica y 

social a mujeres 

víctimas de 

violencia. 

Activa la Ruta 

de Atención 

Integral; brinda 

acompañamiento 

interdisciplinario 

(médico, 

jurídico, 

psicosocial) y 

remite casos a 

Coordina con 

la Secretaría 

de Salud y la 

Gobernación 

del Valle para 

remisiones; 

integra red 

departamental 

Constituye una buena 

práctica territorial, 

aunque su cobertura es 

limitada y depende de 

convenios 

departamentales para 

sostenibilidad 

(Gobernación del Valle 

del Cauca, 2020). 
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Entidad 

Fundamento 

jurídico / 

normativo 

Competencias 

específicas 

Funciones en la 

prevención y 

atención del 

feminicidio 

Mecanismos 

de 

articulación 

institucional 

en Buga 

Observaciones 

críticas / nivel de 

efectividad local 

Comisaría o 

Fiscalía. 

de atención a 

víctimas. 

Nota: elaboración propia con información proporcionada por la Alcaldía Municipal de Guadalajara de 

Buga/ Secretaría de la Mujer, Equidad de Género y Diversidad Sexual. 

 

6.2.3.2 Rutas aplicables en Buga 

 

• Actuación inicial: comunicación de la víctima o testigo a Comisaría de Familia, Policía o 

Fiscalía. (El centro de salud también puede llevar a cabo esta comunicación inicial. En 

Colombia, los centros de salud deben dar cuenta de los casos de violencia de género y hacer 

la remisión de la persona víctima a las correspondientes instancias, es decir, la Comisaría 

de Familia, la Policía, la Fiscalía, etc. y, entonces el proceso de atención y protección se 

formaliza. De este modo, la persona víctima cuenta con atención médica, psicológica y 

jurídica, de forma articulada y oportuna). 

• Medida de protección: Comisaría puede decretar medidas como protección, desalojo para 

la persona responsable o prohibición de acercamiento. 

• Atención integral: Ruta nacional que integra atención en salud, rehabilitación, 

acompañamiento psicosocial y asistencia jurídica (Ministerio de Salud y Protección Social, 

2022). 

• Investigación penal del feminicidio: Se inicia por parte de la Fiscalía cuando se cumplen 

los requisitos previstos del artículo 104A Ley 1761 (Congreso de la República de 

Colombia, 2015). 
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• Monitoreo y seguimiento: El Concejo Municipal de Seguridad para la Mujer y el 

departamento monitorean los indicadores. 

6.2.3.3 Aplicación concreta en el municipio de Buga 

 

• La Resolución DAM-1100-117-2025 de la Alcaldía establece horarios de atención para la 

oficina municipal de atención a la mujer, lo que constituye un mecanismo local formalizado 

(Alcaldía de Buga, 2025). 

• A nivel departamental, el Observatorio de Género del Valle del Cauca reporta que entre el 

1 de enero y el 5 de agosto de 2025 se registraron 83 homicidios dolosos contra mujeres, 

lo que representa un incremento del 43 % frente al mismo periodo de 2024, cuando se 

reportaron 58 casos. El aumento se presenta en varios municipios del departamento, entre 

ellos Buenaventura, Guacarí, Buga y Palmira (Observatorio de Género del Valle del Cauca, 

2025). 

• La reactivación de campañas y actividades de sensibilización sugiere que la política pública 

local se encuentra en funcionamiento, aunque no se dispone públicamente de datos 

relativos al número de órdenes de protección activadas o sobre evaluaciones de impacto. 

 

6.2.4 Vacíos documentales y necesidad de verificación de campo 

Con base en la verificación de la información, se realizó una visita al Consultorio Rosa 

del municipio de Guadalajara de Buga, donde se recibió atención de una trabajadora social 

vinculada a este programa de la Gobernación del Valle, la cual al momento de la visita solicitó 

mantener sus datos privados, expresando que este es un espacio para la atención integral y la 
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protección temporal de mujeres víctimas de violencias por razón de género, sobre todo aquellas 

que están situadas en un grado alto de riesgo por agresiones, amenazas o intentos de feminicidio. 

a. La naturaleza y funciones institucionales 

El Consultorio Rosa, se ajusta a los lineamientos de la Ley 1257 de 2008 y de la Ley 1761 

de 2015, además de acoger las políticas públicas departamentales de equidad de género, siendo su 

función primordial apoyar la atención psicológica, jurídica y social, así como la activación de las 

rutas de atención y las medidas cautelares que correspondan al caso. Según la trabajadora social 

consultada (comunicación personal, octubre de 2025) la entrada de las mujeres puede deberse a 

remisión institucional dada por la Comisaría de Familia, por el Hospital San José, por la Policía 

Nacional, o por acercamiento directo de la víctima al conocer el programa. 

b. Procedimiento, medidas cautelares 

Una vez que la mujer se encuentra en el Consultorio Rosa, se hace una valoración del 

riesgo y diagnóstico psicosocial. De acuerdo con esta valoración, el equipo interdisciplinario 

establece la ruta más idónea iniciando la solicitud de medidas de protección o cautelares en virtud 

del artículo 19 de la Ley 1257 de 2008, que puede incluir medidas como: 

• La prohibición de acercamiento o de comunicación del agresor. 

• La expulsión inmediata del agresor del domicilio común. 

• El acompañamiento policial para el traslado seguro de la mujer. 

• La remisión al refugio o albergue temporal en caso de riesgo inminente de 

feminicidio. 

A raíz de la visita, se puso de manifiesto que a pesar de que las medidas de protección se 

tramitan con rapidez, la ejecución de estas se ve retrasada por la falta de coordinación interna que 
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existe entre la Comisaría, la Policía y la Fiscalía. La trabajadora social explicó que en muchas 

ocasiones “las órdenes se dictan rápidamente, pero se ejecutan tarde por falta de personal o de 

articulación” (comunicación personal, octubre de 2025). Este desfase deja en evidencia la 

existencia de un vacío operativo entre el reconocimiento formal del riesgo y la aplicación de la 

protección. 

c. Mujeres con hijos/as y repercusiones sociales. 

Una de las problemáticas más complejas evidenciadas es la atención a mujeres que llegan 

con sus hijos e hijas. El consultorio no cuenta con el espacio suficiente para llevar a cabo una 

atención a núcleos familiares extensos, motivo por el cual se priorizan los casos de mayores 

riesgos. El equipo, en el caso de menores, coordina la ubicación del niño con el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) pero esto causa choque y miedo en las madres que 

suelen huir del proceso con tal de no separarse de sus hijos. 

Asimismo, la profesional señaló que algunas mujeres, después de pasar unos pocos días 

en el programa, volvían a casa con el agresor a causa de la dependencia emocional o económica, 

lo que la literatura llama “retorno forzado por precariedad” (Carcedo, 2010). Esto se repite muchas 

veces porque las víctimas dependen del agresor para las necesidades de sus hijos o porque no 

tienen redes familiares que las ayuden, por ello puede afirmarse que existe una falta estructural del 

Estado para garantizar condiciones materiales para que éstas se mantengan independientes y con 

seguridad. 

Las problemáticas más comunes que reciben atención en el Consultorio Rosa son las 

acaecidas bajo el paraguas de violencia física y violencia psicológica por parte de parejas o 

exparejas. Varias de las usuarias ya habían instaurado denuncias o contaban con un historial de 
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agresiones reiteradas contra ellas. Pese a ello, la falta de seguimiento y la revictimización 

institucional hacen difícil continuar con el proceso judicial. Con relación a esto, la trabajadora 

social con la que se mantuvo la entrevista apuntaba que: “muchas de las mujeres retiran la denuncia 

por miedo o falta de resultados visibles”. En este sentido, la trabajadora social entrevistada señaló 

que “muchas mujeres terminan retirando la denuncia por miedo o por la falta de resultados visibles 

en el proceso”. Este fenómeno evidencia una posible pérdida de confianza en la respuesta 

institucional frente a la violencia de pareja, situación que también ha sido advertida por diversos 

informes institucionales sobre violencia basada en género en el país (Defensoría del Pueblo, 2024). 

 

d. Dificultades de funcionamiento y dificultades estructurales 

Del trabajo de campo se presentan hallazgos desalentadores, entre ellos, la falta de 

presupuesto fijo que garantice la continuidad del Consultorio Rosa y que permita ampliar la 

cobertura rural. Esto debido a la ausencia de refugio permanente, pues es punto de atención diurna, 

no albergue con carácter continuado; así como a las deficiencias de seguimiento posterior pues 

tras la salida de las mujeres del programa se da la interrupción del acompañamiento psicosocial y 

jurídico; a la poca articulación interinstitucional entre las entidades de justicia, salud y bienestar 

social, lo que hace que se restrinja el cumplimiento de las decisiones adoptadas sobre las medidas 

de protección. 

Análisis entrevistas institucionales  

 

 Con el objetivo de complementar el análisis documental emprendido en esta investigación 

y de hallar evidencia empírica sobre la manera como se implementó la Ley 1761 de 2015 en el 

municipio de Guadalajara de Buga, fueron realizadas entrevistas semiestructuradas a funcionarios 
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de dos organizaciones principales de atención institucional de la violencia basada en género: la 

Secretaría de la Mujer, Equidad, Género y Diversidad Sexual y la Comisaría de Familia del 

municipio de Buga. 

Las entrevistas fueron realizadas el 23 de febrero de 2026 (aproximadamente 40 minutos 

de duración cada una) y estaban dirigidas a profesionales que desempeñan funciones directamente 

vinculadas a la atención de mujeres víctimas de violencia de género. Respecto a la Secretaría de 

la Mujer, la entrevista fue atendida por un abogado especializado y contratado por la 

administración municipal mientras que, en el caso de la Comisaría de Familia, la información fue 

suministrada por la Comisaria de Familia, Dra. Ana Mercedes Pino Valdés, quien actúa como 

autoridad competente para la adopción de medidas de protección en los casos de violencia 

intrafamiliar y violencia basada en género. 

Se utilizó como instrumento una guía de entrevista semiestructurada, dirigida a indagar 

sobre los servicios institucionales a las víctimas, los mecanismos de atención y protección con que 

se cuenta, la posibilidad de articulación interinstitucional, la disponibilidad de recursos y las 

principales dificultades en la implementación de la Ley 1761 de 2015 en el contexto local. 

Para el tratamiento de la información se puso en marcha la técnica del análisis de contenido 

cualitativo, a través de un proceso de codificación temática que organizó los hallazgos en diversas 

categorías analíticas acorde a los objetivos de la presente investigación. De las categorías que se 

lograron identificar, pueden destacarse las siguientes:  i) servicios institucionales de atención, ii) 

mecanismos de protección hacia las víctimas, iii) articulación institucional, iv) recursos y 

capacidades institucionales y v) obstáculos en la implementación de la política pública de 

prevención de la violencia contra las mujeres. 
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Servicios institucionales de atención a mujeres víctimas de violencia de género 

 

Según lo señalado por el funcionario de la Secretaría de la Mujer, esta Secretaría cuenta 

entre sus funciones con la prestación de servicios de orientación jurídica, de acompañamiento 

psicológico y de asesoría social a mujeres víctimas de violencia de género en el municipio. En 

especial, se apuntó que la Secretaría proporciona asesoramiento jurídico sobre los derechos de las 

víctimas y las rutas institucionales existentes para la atención de casos de violencia. Sin embargo, 

quedó claro que esa asesoría no equivale a una eventual representación judicial, sino que consiste, 

en primer lugar, en acompañamiento institucional, la redacción de derechos de petición, la 

activación de rutas de atención y la orientación con respecto a las entidades competentes como la 

Fiscalía General de la Nación, la Policía Nacional, las comisarías de familia y el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar. 

En el mismo sentido, la Secretaría de la Mujer ha implementado actividades de 

prevención y sensibilización sobre violencia de género, principalmente mediante jornadas 

pedagógicas en centros de formación, hogares de paso y espacios comunitarios, que tienen como 

propósito la difusión de la Ley 1257 de 2008 y el fomento del reconocimiento de los derechos de 

las mujeres así como la denuncia en casos de violencia intrafamiliar. Conforme a lo manifestado 

por el funcionario al que se le realizó la entrevista, la población que asiste con mayor frecuencia a 

la Secretaría está compuesto de mujeres cabeza de hogar, con una edad que oscila entre los 20 y 

40 años que principalmente pertenecen a los estratos socioeconómicos 1, 2 y 3, quienes asisten a 

la Secretaría por motivos relacionados con la violencia intrafamiliar o violencia de pareja. 
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Medidas de protección y mecanismos de atención a las víctimas 

 

En el caso de la Comisaria de Familia la funcionaria entrevistada sostuvo que esta 

Comisaría cumple un papel importante en el proceso de protección inmediato a las víctimas de 

violencia intrafamiliar y violencia por motivo de género. En sus competencias está la adopción de 

medidas de protección urgentes, que pueden implicar el desalojo del agresor del domicilio que 

comparten y la prohibición de acercamiento a la víctima, así como también la solicitud de la 

protección policial. Conforme a lo estipulado por la ley vigente, tal como se encuentra regulado, 

estas medidas de protección se adoptan en el plazo máximo de cuatro horas, lo que pone de relieve 

la inmediatez de la intervención institucional que se lleva a cabo en aquellas situaciones en las que 

esté en juego la vida o la integridad de las mujeres. 

La comisaria también expresó que, en ciertos casos, las víctimas pueden ser trasladadas a 

casas de acogida o asignarles subsidios monetarios de 1 SMLMV por un período hasta de 6 meses 

para solventar sus gastos necesarios como vivienda, alimentación y transporte, encargándose la 

Comisaría de gestionar el cupo en las casas de acogida o el subsidio, todo esto mientras se 

desarrollan los procesos administrativos o judiciales que sean pertinentes.  

El equipo interdisciplinario de la Comisaría de Familia lo integran la comisaria, un abogado 

secretario del despacho, una trabajadora social, una psicóloga y personal administrativo, quienes 

intervienen en el proceso de valoración y adopción de medidas de protección. 
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Articulación institucional en la atención a la violencia contra la mujer 

Las entrevistas realizadas por separado ponen de manifiesto la existencia de espacios de 

coordinación interinstitucional los cuales están orientados en la dirección de mejorar la atención a 

las víctimas de violencia de género en el municipio. 

En particular, se hace referencia a la existencia de comités interinstitucionales de forma 

periódica, donde participan entidades como la Secretaría de la Mujer, la Policía Nacional y otras a 

las que se les vincula en cuanto a la ruta de atención a las víctimas. Dichos espacios permiten 

coordinar acciones de prevención, compartir información institucional y, en consecuencia, mejorar 

la respuesta del Estado ante los casos de violencia hacia las mujeres. 

Sin embargo, también se perciben algunas limitaciones a la hora de gestionar la 

información e ir sistematizando la información relativa a la violencia de género en el municipio. 

De acuerdo con el enfoque del funcionario entrevistado, la Secretaría de la Mujer no tiene bajo su 

responsabilidad la exploración de estadísticas oficiales sobre estos casos, pues la información se 

centraliza en otras dependencias de la administración municipal. 

En esa medida se trata de un indicativo de la necesidad de una comunicación institucional 

más fortalecida hacia el interior de la Secretaría de la Mujer para contar con unas políticas públicas 

mejor fundamentadas empíricamente para el seguimiento de los patrones de violencia que se dan 

en el territorio. 

Bloqueos institucionales y sociales sobre la implementación de la Ley 1761 de 2015 

 

Un tema que emerge como el más importante por parte de las entrevistas con los 

funcionarios tiene que ver con los bloqueos que se presentan respecto de la implementación de las 

políticas de la violencia contra las mujeres. De entre todos los bloqueos citados por los funcionarios 
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que fueron entrevistados, se encuentran la dependencia económica por parte de muchas víctimas 

con respecto de los agresores, lo que en muchas ocasiones ha llevado a la falta de continuidad de 

procesos judiciales o administrativos iniciados. 

Asimismo, se indicó que varias víctimas toman la decisión de desistir de las denuncias 

formuladas, aun hallándose en condiciones de riesgo, lo que disminuye la eficacia de las medidas 

adoptadas por parte de aquellas instituciones correspondientes para su salvaguarda. 

Por otra parte, existe una perspectiva institucional que subraya que el aumento de las penas 

determinado por la Ley 1761 de 2015 no ha determinado una reducción importante del número de 

casos de violencia letal contra las mujeres, lo que deja constancia de que la prevención del 

feminicidio requiere de mecanismos integrales que rebasen la mera lógica penal. 

De esta manera, las entrevistas indican que la eficacia de la regulación no depende de la 

existencia de penas privativas de libertad más severas, sino del refuerzo de las políticas de 

prevención, la educación en la igualdad de género y la mejora del encuadramiento institucional 

entre los organismos que deben atender a las víctimas. 

 

Interpretando los resultados 

 

De los resultados derivados de las entrevistas a las instituciones, podemos identificar que 

el municipio de Guadalajara de Buga cuenta con una estructura básica de atención a la violencia 

de género, en la que intervienen diferentes entidades que cumplen funciones asistenciales para la 

prevención, atención y protección de las víctimas. Sin embargo, el análisis de la información pone 

de manifiesto que la implementación de la Ley 1761 de 2015, conviene señalar, presenta 
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limitaciones estructurales vinculadas a factores como la capacidad de actuación de las 

instituciones, la disponibilidad de información y la situación socioeconómica de las víctimas. Estos 

resultados coinciden con las teorías feministas y con el modelo ecológico de la violencia, que 

proponen que la violencia sufrida por las mujeres es fruto de la interacción de diferentes tipos de 

factores individuales, relacionales, comunitarios y estructurales. Por lo tanto, la prevención del 

feminicidio debe gestionarse desde un modelo dialéctico que conjunte las medidas penales y las 

políticas públicas de prevención con las estrategias de transformación cultural que apunten a la 

eliminación de la desigualdad de género. 

En definitiva, la realización de estas entrevistas llevan a la conclusión de que 

efectivamente se han dado algunos pasos en la institucionalización de mecanismos de atención a 

las víctimas de la violencia de género, pero que aún existen desafíos importantes para la 

implementación eficaz de la Ley 1761 de 2015 en el municipio, lo que pone de relieve la necesidad 

de que se realice un esfuerzo para mejorar la articulación institucional, la formación con 

perspectiva de género y las políticas públicas para la prevención de la violencia hacia las mujeres. 

Acorde a lo anterior, se evidencia que la presencia de esos vacíos ilustra lo que para 

Segato (2014) se cualifica como violencia institucional, es decir, como la incapacidad del Estado 

de difundir adecuadamente la violencia contra las mujeres como el comportamiento de los 

agresores dentro de un contexto de desigualdad estructural. En la misma dirección, la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos (2009), respecto del caso Campo Algodonero vs. México, 

ha sostenido que el no haber cumplido con su obligación de investigar y prevenir tales hechos, se 

constituye como una vía indirecta por la cual se produce la violencia de género a través de la 

omisión del propio Estado. 
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El análisis del Consultorio Rosa se sustenta bajo la triada teórica de violencia estructural, 

continuum de violencia y responsabilidad estatal, la cual fue articulada al diseño metodológico 

cualitativo de tipo descriptivo, con triangulación de técnicas documentales y de campo. 

Desde la violencia estructural, el no contar con recursos, coordinación y un refugio 

permanente revela la manera en que se reproduce institucionalmente la desigualdad. Desde el 

continuum de violencia, las historias de las mujeres que se atendieron muestran que el feminicidio 

no es originado de un hecho aislado, sino que requiere una secuencia de violencias que se 

exacerban por la falta de intervención oportuna. 

Por último, bajo el concepto de responsabilidad estatal, el Consultorio Rosa simboliza un 

avance desde la perspectiva jurídica, pero la escasa cobertura de este revela cuál es la distancia 

existente entre la norma y la aplicación territorial real de la misma. 

En lo que respecta a la metodología, la observación directa y la entrevista 

semiestructurada han permitido triangular la información obtenida desde la institucionalidad y la 

propia experiencia de los funcionarios, logrando plasmar un retrato del funcionamiento en el cual 

se encuentra el sistema de protección en Buga. Esta aproximación, respaldada en la investigación 

socio jurídica de enfoque cualitativo, muestra que el éxito de la Ley 1761 de 2015 no depende del 

castigo penal, sino de las posibilidades locales de garantizar refugio, seguridad y autonomía a las 

mujeres que sobrevivieron. 

La lectura de los documentos demuestra que en el municipio de Guadalajara de Buga hay 

un marco normativo relevante tanto nacional como local por la necesidad de protección, atención, 

prevención y sanción de la violencia contra la mujer y del feminicidio por medio de la Ley 1761 

de 2015, la Ley 1257 de 2008, políticas departamentales y mecanismos municipales. Sin embargo, 
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la información pública que existe para conocer la implementación local (activación de medidas, 

refugios, eficacia, indicadores) es escasa, lo que hace imposible la evaluación de la efectividad 

real de las medidas de protección y prevención en el municipio. Además en el año 2024 (período 

por fuera de este estudio) es que se vino a fortalecer a nivel municipal la implementación de la Ley 

1761 de 2015 gracias a la transformación de la Oficina de la Mujer que si bien, estaba trabajando 

desde el año 2008 fue solo hasta el 2024 que se estableció como Secretaría de la Mujer, denotando 

esta situación en violencia estructural y  un débil compromiso por las anteriores administraciones. 

Es de destacar que, en este capítulo, se aplicó un plano cuantitativo en el que se toman 

los datos del Observatorio de Género del Valle del Cauca (OGEN) sobre feminicidios y homicidios 

de mujeres en el municipio y en el departamento, sumando información sobre violencia 

intrafamiliar. En el plano cualitativo se utilizan herramientas de análisis de contenido de fuentes 

normativas (leyes, resoluciones municipales) y de rutas institucionales locales (Secretaría de la 

Mujer, Comisaría de la Familia, Consultorio Rosa).  

El procedimiento es triangular (1) las cifras que se tienen; (2) los marcos normativos y 

rutas institucionales; y (3) la interpretación a través de la triada teórica de violencia estructural, 

continuum de violencia de género, y responsabilidad estatal (de acuerdo con lo pautado por 

estándares internacionales de derechos humanos). Dicha construcción permite no sólo describir lo 

que ocurre, sino explicar críticamente: ¿Por qué a pesar de que existen normas, la violencia 

persiste? ¿En dónde hay vacíos institucionales? ¿Cómo se configuran las relaciones de género que 

estructuran el riesgo? 

La triada teórica puede ser entendida como un prisma interpretativo. El primero de ellos, 

la violencia estructural, comporta la premisa de que la violencia hacia las mujeres no constituyen 

episodios individuales sino que tiene su anclaje en relaciones de poder patriarcales, desigualdades 
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de género y normas sociales que consideran apropiada la subordinación de la mujer (Segato 2014), 

dado que el registro de 188 casos de violencia intrafamiliar en 2020 (hasta septiembre) y 91 en 

2019, registrado en Buga, no fue posible verificar datos más detallados y cercanos para identificar 

una métrica sobre este caso.  

Vale la pena destacar, la continuidad de la violencia de género, dado que el feminicidio 

es el umbral último de una línea de agresiones que pasa por la violencia psicológica, física, sexual, 

el control económico y la violencia doméstica. Hay presencia de pruebas por parte de actores de 

nivel internacional que garantizan que una tasa elevada de violencia intrafamiliar es un predictor 

claro de letalidad feminicida (OMS, 2013). En la población de Buga solamente se han reportado 

dos casos de feminicidio tipificados entre 2018-2024 período (OGEN, 2024), aunque la alta 

violencia intrafamiliar puede ir indicando que esa escalada podría estar latente. La ausencia de 

datos más delicados permite preguntarse cuántos casos pudieran haber quedado fuera de los del 

art. 104A del Código Penal. 

Adicionalmente, se indica que la responsabilidad estatal y la obligación de debida 

diligencia, tal como lo ordenan los tratados internacionales que se encuentran ratificados en 

Colombia (por ejemplo, la Convención de Belém do Pará, o la CEDAW), el Estado está obligado 

a prevenir, investigar, sancionar y reparar la violencia de género, y en Buga se identifican rutas 

institucionales como la Secretaría de la Mujer, Comisaría de Familia, y el Consultorio Rosa,  así 

como normativas locales (resolución DAM-1100-117-2025 del municipio) que institucionalizan 

estos mandatos, si bien el análisis crítico demuestra que los datos relacionados con las medidas de 

protección, las órdenes de alejamiento, los tiempos de activación de la ruta, la conducta de 

cumplimiento de las sanciones etc., son altamente limitados. 
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Por esta razón, la eficiencia del sistema institucional local queda en entredicho debido a 

las carencias de seguimiento y de rendición de cuentas. Donde el contraste entre el crecimiento 

departamental en feminicidios (30 casos durante 2024 frente a 18 en el año 2023 en el Valle del 

Cauca) y la tensa estabilidad en Buga (2 feminicidios tipificados entre 2018-2024) exige una serie 

de análisis crítico. En un lugar puede que la bajísima cifra de Buga anticipe cierta eficiencia 

concreta a nivel local en cuanto a la prevención o bien la atención temprana. 

Ilustración 3. Cifras de feminicidio en el Valle del Cauca. 

Con todo, y debido a la intensidad de la violencia intrafamiliar, se puede considerar 

también que el fenómeno de feminicidio, se concibe como “la muerte de una mujer por razones de 

género” queda parcialmente oculto por las deficiencias de la tipificación, el registro o la 

investigación; en este sentido, se correspondería con una forma de violencia estructural e 
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institucional dado que aquella mujer que muere violentamente en un contexto de desigualdad de 

género y en la que la motivación de género no se ha enarbolado, la muerte podría ser clasificada 

como homicidio común, lo cual conlleva a invisibilizar el feminicidio, ahora bien, es pertinente 

indicar que se recurrió a solicitar información a la Fiscalía, pero no fue posible por presentar mucha 

demora en la obtención de la información.  

Asimismo, la metodología aplicada permite evidenciar que la norma (Ley 1761 de 2015) 

era necesaria, pero insuficiente para modificar las condiciones de riesgo; esto debe ser acompañado 

de una función institucional fuerte, de la articulación intersectorial, de recursos territoriales y de 

datos que permitan seguimiento. Esta carencia institucional se hace latente en Buga donde, aunque 

hay entidades que asumen una posterioridad, no se evidencian informes públicos que sean 

congruentes y aplicados a los indicadores de impacto. Esto permite evidenciar lo que la teoría de 

la responsabilidad estatal caracteriza como violencia institucional, puesto que la dilación del 

Estado en atender sus obligaciones de diligencia incrementa el riesgo del feminicidio. 

Desde la mirada de la continuidad de violencia, la tasa de violencia intrafamiliar del 

municipio de Buga ha de tomarse como una señal de riesgo a feminicidio, no como una estadística 

más. Por ende, la política preventivo-municipal ha de cimentar el paso intermedio del continuum 

(atención inmediata de la violencia doméstica, órdenes de protección, refugio, seguimiento) con 

el fin de frenarlo hacia la muerte por razón de género. 

De esta manera al hacer una triangulación teórica y una interpretación argumentativa 

permite concluir que la situación del municipio de Guadalajara de Buga no se limita a la mortalidad 

de las mujeres por razones de violencia de género, sino que es una cuestión de ubicarse en una 

contextualización estructural, continua, institucionalizada.  
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Capítulo III 

6.3 Obstáculos y Desafíos Surgidos en la Implementación de la Ley 1761 de 2015 en 

el municipio de Guadalajara de Buga. 

 

El análisis de los resultados obtenidos en el Capítulo II permite notar que, a pesar de los 

logros normativos alcanzados por Ley 1761 de 2015 y la Ley 1257 de 2008, persisten en el 

municipio de Guadalajara de Buga los obstáculos estructurales, institucionales y jurídicos para la 

aplicación del marco de protección integral frente a la violencia de género. Estas problemáticas no 

solo son el resultado de la falta de legislación, sino que versan sobre distancias entre la norma y 

su aplicación territorial, por lo que se reproducen maneras de ejercer violencia institucional y 

estructural. 

6.3.1 Fragmentación institucional y falta de articulación intersectorial 

Uno de los principales obstáculos que se pudo identificar en la implementación local de 

la Ley 1761 fue la fragmentación de la respuesta institucional. Aun cuando en Buga ya existe un 

conjunto de entidades Secretaría de la Mujer, Comisaría de Familia, Consultorio Rosa, Fiscalía 

Seccional, Policía Nacional y Hospital Divino Niño, la ejecución de campo permitió evidenciar 

que las acciones no se desarrollan bajo una articulación funcional ni unificada. 

De hecho, en la visita al Consultorio Rosa, la profesional entrevistada asegura que, si bien 

las medidas de protección se emiten con agilidad, su materialización suele ser tardía debido a la 

falta de articulación entre la Comisaría de Familia, la Policía Nacional y la Fiscalía. Esta 

desarticulación genera tiempos críticos entre la orden de protección y la efectividad de esta, que 

contribuye sustancialmente al riesgo de revictimización. La Defensoría del Pueblo (2024) advierte 

que en los municipios intermedios solo un 38 % de las medidas de protección emitidas llegan a 
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hacerse efectivas y menos de un 15 % concluyen en sanciones o condenas. El caso de Buga 

presenta la falta de un Sistema de Seguimiento Digital y la inexistencia de mecanismos de 

interoperabilidad entre instituciones y entidades, como factores que contribuyen a la expansión de 

la dispersión entre datos y que obstaculizan el control para la evaluación del impacto. 

También se pudo observar la carencia del recurso humano especializado en el enfoque de 

género y los derechos humanos. En el consultorio rosa, un único equipo interdisciplinario se 

encarga de atender todo el conjunto de las remisiones desde la comisaría, la fiscalía o la policía, y 

en ningún caso se cuenta con recursos que permitan extender la cobertura rural o garantizar la 

atención las veinticuatro horas. La falta del recurso mencionado es un entorno en el que se pone 

de manifiesto el incumplimiento a la obligación de debida diligencia exigida por la convención de 

Belém do Pará (1994) que le exige a los Estados el deber de prevenir, investigar y sancionar la 

violencia que enfrentan las mujeres, dotándolas de recursos suficientes y especializados. 

 

6.3.1.1 Lagunas normativas y/o barreras jurídicas para la implantación de la Ley 1761 de 

2015  

En lo que respecta al plano jurídico, se encuentran limitaciones probatorias y normadas 

que despojan de un alto nivel de utilidad a la Ley 1761, pues la existencia de un componente 

subjetivo que exige que quede claro que el homicidio es “por la condición de ser mujer” sigue 

significando un obstáculo medio-procesal importante, el cual acaba frecuentemente, en la 

reconducción de los feminicidios como homicidios simples o agravados, lo que afecta las 

estadísticas y las posibilidades de condena.  

En la localía, la Fiscalía Seccional de Buga presenta dificultades adicionales, pues no 

cuenta con la unidad de género, la carga procesal es alta y no tiene personal forense en Medicina 
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Legal, lo cual representa una barrera para la investigación con enfoque diferencial. La información 

requerida formalmente a la Fiscalía, no pudo ser obtenida a tiempo, mostrando así una escasa 

transparencia y acceso a la información pública sobre feminicidios y medidas de protección. 

La existencia de esta misma falta de uniformidad en los protocolos de atención e 

investigación también se traduce en la existencia de un obstáculo legal. No se ahondaron 

documentos que le atribuyesen cualidades de protocolo municipal de atención y de investigación 

de la víctima de feminicidio o violencia basada en género, tampoco informes públicos sobre la 

eficacia de las medidas. La necesidad de esta documentación presupone la imposibilidad de hacer 

trazabilidad de los casos y de evaluar el cumplimiento de las normas nacionales.  

 

6.3.2 Fallas presupuestales y debilidad institucional local 

El Consultorio Rosa representa un avance en la concreción territorial de la Ley 1761, las 

habilidades y la ejecución de ésta se produce en un ámbito de escasos recursos y de convenios 

temporales con la Gobernación del Valle del Cauca. Donde Buga no cuenta con una Casa Rosa 

como refugio permanente, ya que este servía para remitir a las víctimas a otras redes familiares o 

a otros municipios como Tuluá, que sí cuenta con la Casa Rosa con albergue y atención integral. 

Lo que permite ver la desigualdad territorial que puede observarse respecto de esta falta de política 

pública de atención, ya que en el departamento no existe una distribución equitativa del servicio 

de atención, por lo tanto, no hay garantía del acceso a la protección.  

En cuanto a los procesos de seguimiento después de la atención especializada, son 

inexistentes; las víctimas no reciben acompañamiento o un seguimiento en el cumplimiento de las 
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medidas protectoras, lo que deja de un lado el principio de continuidad de la atención (ONU 

Mujeres & Universidad Nacional, 2018). 

La disminución del presupuesto también favorece el desenvolvimiento de campañas 

permanentes en cuanto a la prevención y la capacitación institucional duradera, las iniciativas 

locales están más bien marcadas por su carácter puntual porque dependen de proyectos 

departamentales o de cooperación internacional. Este déficit pone en jaque la sostenibilidad del 

Consultorio Rosa como política pública sólida, poniendo su funcionamiento en el borde de la 

violencia institucional por omisión estatal (Segato, 2014). Por último, el análisis teórico y 

metodológico de los obstáculos. Para la interpretación de los obstáculos identificados, desde esta 

perspectiva teórica en la que se ancla la investigación, les encontramos explicaciones a través de 

la triada conceptual de la violencia estructural, el continuum de violencias de género y la 

responsabilidad estatal. 

La violencia estructural, en primer lugar, se presenta a través de la falta de recursos, la 

ausencia de refugios permanentes y la falta de coordinación de institutos, factores que reproducen 

las desigualdades de género y socioeconómicas que sostienen el riesgo feminicida. En segundo 

lugar, el continuum de violencia hace que los feminicidios comprendan como el corolario de un 

tipo de agresiones normalizadas y no abordadas en su momento. Las cifras del Observatorio de 

Género del Valle del Cauca (2024) que reporta 188 casos de violencia intrafamiliar en Buga y tan 

solo dos feminicidios tipificados en el periodo de 2018-2024, aluden a una posible subtipificación 

del fenómeno, subestimando el riesgo efectivo. 

En tercer lugar, la responsabilidad estatal supone la obligación del Estado de actuar con 

debida diligencia y garantizar protección efectiva. La falta de información transparente sobre las 

cifras de la Fiscalía y la ausencia de protocolos municipales nos muestran una brecha acerca del 
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deber jurídico y de los efectos producidos en la práctica. Desde el punto de vista metodológico, el 

análisis trata de la combinación de la revisión de documentos, la observación directa y la entrevista 

semiestructurada, lo cual permitió triangular los hallazgos institucionales y empíricos, información 

que corrobora que las limitaciones no vienen determinadas por el desconocimiento de la norma 

sino por un fallo sistémico de ejecución, en la que las normas se aplican de manera fragmentaria, 

reactiva y sin políticas de seguimiento evaluables. 

En suma, los obstáculos institucionales y legales a la aplicación de la Ley 1761 de 2015 

en Guadalajara de Buga responden a un entramado de causas que se cruzan entre falta de 

coordinación, vacíos probatorios, falta de recursos, y debilidad institucional. A pesar de que 

existen esfuerzos locales importantes como es el caso del funcionamiento del Consultorio Rosa, la 

falta de articulación interinstitucional, la inexistencia de refugios, la baja transparencia respecto a 

la información judicial resta efectividad a la estrategia preventiva de la norma. 

El caso de Buga pone claramente de manifiesto que el simple hecho de tipificar el 

feminicidio no es suficiente si no se articula debidamente con las políticas públicas que se pongan 

en marcha, con la institucionalidad que se ponga en marcha desde una mirada que hipoteque el 

enfoque territorial y los medios de su efectiva ejecución. Desde el prisma de la teoría de la 

implementación de políticas públicas se sabe que una norma existente no puede garantizar por sí 

sola su ejecución, dado que entre la decisión normativa y los resultados intervienen diferentes 

actores, procedimientos y niveles institucionales de ejecución que pueden obstaculizarla 

(Pressman y Wildavsky, 1984). 

 



90 
 

6.3.3. Desafíos sociales y culturales 

El estudio de la puesta en práctica de ley 1761 de 2015 en el municipio de Guadalajara 

de Buga pone de manifiesto que los más graves obstáculos a su aplicación eficaz no son tan sólo 

institucionales o legales, sino también culturales y estructurales. Estos se encuentran 

inextricablemente ligados a las prácticas sociales y a las representaciones simbólicas de género de 

la población en cuestión. La llamada Ciudad Señora, ciudad caracterizada tanto por su patrimonio 

religioso como por ser el centro del turismo espiritual del Valle del Cauca, reproduce un entramado 

sociocultural donde tradición, fe y patriarcado conforman, de manera compleja, la respuesta 

institucional frente a la violencia feminicida. 

a. Cultura patriarcal y habitus religioso 

La violencia de género se podría entender bajo la teoría del habitus de Pierre Bourdieu 

(2000) como una manifestación de la violencia simbólica que se reproduce a través de estructuras 

culturales naturalizadas. Con respecto a Buga, la prevalencia del discurso religioso orientado a 

conseguir el perdón, la obediencia o la familia refuerza el habitus que hace natural la subordinación 

de las mujeres y se sirve del control masculino como si fuera un orden moral. 

De hecho, en la entrevista que fue realizada en el Consultorio Rosa, el profesional indicó 

que muchas mujeres dejan sin efecto las denuncias que hacen, sometidas a las presiones familiares 

o religiosas englobadas en “mantener el hogar” o “no destruir a la familia”. Eso muestra que la fe 

deviene un mecanismo que silencia, en vez de empoderar su condición. 

La violencia simbólica, tal como la sostiene Bourdieu (2000), es ejecutada en estos 

escenarios: he aquí que las víctimas no sólo se hacen cargo de un entorno de dominación, sino que 

tienden a asimilarlo, de tal manera que el proceso de denuncia se inhibe y la acción del Estado se 
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ve debilitada. De este modo, el entorno religioso, aun siendo cohesionado socialmente, reproduce 

roles tradicionales de género que dificultan la apropiación ciudadana de la Ley 1761. 

b. Invisibilidad y des- reconocimiento social 

Desde la teoría del reconocimiento de Honneth (1995), la violencia de género no es 

únicamente un acto de agresión físico o jurídico, sino que se entiende como una lesión de dignidad, 

un acto injusto e inmoral. En el contexto local, las mujeres víctimas de agresión llevan una doble 

exclusión: de lado, el estigma social de ser “la que denuncia al esposo” y por el otro lado, la 

indiferencia institucional que posterga la atención o minusvalora la gravedad de los hechos.  

La entrevista realizada en el Consultorio Rosa también pone de manifiesto que las mujeres 

que se beneficiaban de este servicio experimentaban una revictimización institucional, pues debían 

relatar su experiencia ante diferentes instancias sin poder acceder a medidas eficaces de protección. 

Tal fenómeno se puede entender como una carencia de reconocimiento por parte de las 

instituciones sociales y jurídicas ante necesidades que constituyen prácticas deshumanizadoras que 

impiden la confianza en la justicia. 

Como señala Fraser (2008), cuando indica que las sociedades contemporáneas pueden 

reconocer formalmente la igualdad jurídica sin que ello se traduzca necesariamente en condiciones 

reales de justicia para los grupos históricamente subordinados. En estos casos, la igualdad formal 

convive con persistentes desigualdades estructurales derivadas de déficits de reconocimiento y de 

redistribución social (Fraser, 2008). En Buga, debido a su arraigo religioso se conserva la idea de 

la mujer como “guardianas del hogar” de manera simbólica, pero la misma idea jurídica como 

sujetos de derecho, se mantiene aun frágilmente. 

 c. Desigualdades estructurales y oportunidades con capacidad social limitada. La 

desigualdad económica y la desigualdad territorial nos presentan otro reto importante. En las zonas 
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rurales y en las periferias urbanas de Buga las mujeres no acceden a los servicios de justicia ni a 

la red institucional con las protecciones adecuadas. 

La violencia feminicida, desde la óptica de las capacidades humanas (Nussbaum, 2011), 

no solamente afecta el derecho a la vida, sino que también llega a restringir las capacidades básicas 

de autonomía, seguridad y participación de las mujeres. Las evidencias recogidas por el 

Observatorio de Género del Valle del Cauca (2024) demuestran que la mayor cantidad de casos de 

violencia intrafamiliar se presenta en estratos de bajos ingresos y en contextos en los cuales el 

desempleo femenino supera el promedio departamental, de modo que la dependencia económica 

del agresor impide poder romper el ciclo de violencia. 

El Consultorio Rosa constituye un avance en atención psicosocial y jurídica; no obstante, 

no cuenta con infraestructura propia para alojamiento prolongado ni acompañamiento sostenido. 

Aunque la Gobernación del Valle del Cauca articula recursos para lugares de acogida transitoria 

en Tuluá, Yumbo, Palmira y Buenaventura, este esquema de refugios distribuidos evidencia 

déficits estructurales en la respuesta estatal inmediata, reproduciendo violencia institucional 

indirecta mediante la dispersión de recursos y oportunidades de protección efectiva. 

d. Tolerancia social y una débil cultura de denuncia 

El trabajo de campo mostró que, en los sectores populares, la violencia de género sigue 

reconociéndose como una cuestión privada, lo que frena la intervención de las instituciones 

estatales. Dicho nivel de tolerancia social evidencia una cultura de normalización del daño, donde 

las cosas tienen cabida en el espacio público cuando sus efectos se convierten en muerte o lesiones 

graves. La ausencia de pedagogía comunitaria y de programas de educación en masculinidades no 

violentas perpetúa el fenómeno. 
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Según lo expuesto por ONU Mujeres (2018) la formación de procesos sostenidos de 

transformación cultural es lo único que puede contribuir a la prevención de la violencia de género. 

En el caso de Buga, las campañas realizadas a nivel municipal son temporales, están desarticuladas 

y no persiguen el valor de la continuidad, lo que limita su impacto. También hay que tener en 

cuenta que la falta de continuidad, y la carencia de articulación con la escuela y la religión para la 

promoción de la igualdad de género como un valor cívico compartido, juega un papel fundamental. 

e. Reflexión crítica 

La permanencia de lo social y cultural demuestra que la ley 1761 de 2015, por sí sola, no 

tiene la posibilidad de transformar el contexto social, sino que tiene que transformar 

simbólicamente el contexto social. En el marco del derecho internacional de los derechos humanos, 

Colombia se encuentra en la obligación de actuar con la debida diligencia [reforzada] a la violencia 

feminicida (Corte IDH, 2009), pero en el plano municipal esta obligación se diluye en la falta de 

apuesta política; la falta de recursos disponibles; y la escasa comprensión cultural del fenómeno. 

Así las cosas, Buga vuelve a ser el ejemplo de cómo la aplicación del derecho se encuentra 

muy asentada en el habitus cultural, la falta de reconocimiento institucional y las estructuras con 

el acceso desigual en la práctica cotidiana. La superación de la violencia feminicida pasa por una 

comprensión de la política pública que dé el salto de la ayuda simbólica o de la justicia material y 

que la ciudad señora sea también un espacio de dignidad, dignidad material y una reparación 

efectiva de los derechos de las mujeres. 

 

6.3.4. Propuestas para superar los obstáculos 

El análisis de la implementación de la Ley 1761 de 2015 en el municipio de Guadalajara 

de Buga evidencia una brecha profunda entre el reconocimiento normativo y la eficacia material 
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de las medidas de protección y prevención. Aunque Colombia cuenta con un marco jurídico 

robusto con leyes como la 1257 de 2008, la 1761 de 2015 y la 2126 de 2021, la aplicación práctica 

de estas disposiciones se ve limitada por factores estructurales, culturales y presupuestales. Este 

fenómeno no es exclusivo del municipio analizado, sino que representa una tendencia nacional, 

ante una legislación avanzada, pero una institucionalidad débil (Defensoría del Pueblo, 2024). 

La superación de estos obstáculos requiere un enfoque integral que articule la dimensión 

normativa, institucional y cultural, asegurando que los derechos reconocidos se traduzcan en 

garantías efectivas. En este sentido, las siguientes propuestas emergen de la triangulación teórica 

y empírica aplicada en la investigación: 

1. Fortalecimiento institucional con enfoque territorial y presupuestal: La Ley 1761 

solo será efectiva si las entidades territoriales cuentan con capacidad operativa y presupuestos 

específicos. Se recomienda adoptar gasto público sensible al género conforme a CEPAL (2016), 

priorizando en Buga: 

• Secretaría de la Mujer Municipal: Fortalecida en el Plan de Desarrollo (ex Oficina de la 

Mujer), con mayor presupuesto para profesionales especializados y programas de 

emprendimiento que promueven independencia económica femenina. 

• Consultorio Rosa (Gobernación del Valle): Atención psicosocial y jurídica especializada, 

articulada con la secretaría local. 

Esta dupla debe desarrollar plan anual de inversión con indicadores de cobertura, tiempos 

de respuesta, medidas adoptadas y tasas de reincidencia. 
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2. Creación de un refugio permanente y expansión de la red de atención: La 

investigación de campo evidenció que el Consultorio Rosa no tiene la capacidad para albergar 

indefinidamente a las mujeres que han sido víctimas de la violencia, junto con sus pequeños hijos 

e hijas, dado que se trata de un espacio de atención integral y no de albergues estables. Aunque sí 

hay albergues, el más cercano al Consultorio Rosa, se encuentra en Tuluá, lo que produce retardos 

en la respuesta inmediata, por lo que se hace urgente construir un albergue municipal o 

subregional, acorde a la Gobernación del Valle del Cauca y al Instituto Colombiano de Bienestar 

Familiar, ICBF, que permita proporcionar un lugar seguro donde alojarse, una alimentación 

apropiada y una atención integral, lo cual podría dar respuesta a la actual falta de protección 

efectiva para las víctimas expuestas a riesgos inminentes, lo que es acorde a lo establecido en el 

artículo 19 de la Ley 1257 de 2008 y a lo que establecen la Convención de Belém do Pará (1994). 

3. Profesionalización y formación permanente de operadores de justicia: La falta de 

sensibilización en género entre fiscales, policías y comisarios limita la aplicación correcta del tipo 

penal de feminicidio. Se propone implementar un programa de capacitación obligatoria y periódica 

para funcionarios judiciales y administrativos en enfoque de género, derechos humanos y 

diligencia debida, con evaluación de desempeño institucional (ONU Mujeres & UNAL, 2018). La 

formación debe incluir análisis de casos reales, atención empática y manejo de víctimas con 

acompañamiento interdisciplinario. 

4. Estrategias comunitarias de prevención y cambio cultural: La persistencia del 

silencio de las víctimas y el temor social a denunciar son expresiones de la violencia  y cultura que 

reproduce la subordinación femenina (Bourdieu, 2000). Por ello, se deben fortalecer programas 

educativos y comunitarios de prevención temprana, integrando a instituciones educativas, iglesias 

y organizaciones sociales. En Buga, caracterizada por su fuerte identidad religiosa y tradicional, 
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es indispensable involucrar a actores comunitarios en campañas que promuevan la denuncia, la 

autonomía femenina y la corresponsabilidad social en la erradicación de la violencia. 

5. Implementación de un sistema unificado de información municipal: Uno de los 

mayores vacíos identificados es la falta de estadísticas locales desagregadas. Se propone la 

creación de un Observatorio Municipal de Violencias de Género, vinculado al Observatorio 

Departamental (OGEN), que consolide información sobre feminicidios, medidas de protección, 

violencia intrafamiliar y seguimiento de casos. Esto permitiría realizar análisis comparativos, 

orientar la política pública y diseñar intervenciones focalizadas. 

6. Promoción de redes de apoyo y empoderamiento económico: La dependencia 

económica constituye un factor crítico en la decisión de las mujeres de permanecer en relaciones 

violentas (Carcedo, 2010). Es esencial que los programas de atención incluyan capacitación 

laboral, apoyo al emprendimiento y vinculación a programas sociales, de modo que las mujeres 

puedan reconstruir su autonomía financiera. En el caso del Consultorio Rosa de Buga, se 

recomienda la articulación con el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA) y las secretarías 

locales de desarrollo económico. 

7. Articulación regional intermunicipal: Dado que Buga no cuenta con un refugio 

permanente, se propone la articulación subregional con el municipio de Tuluá, donde opera la 

Casa Rosa, para compartir recursos humanos, técnicos y financieros. Este modelo cooperativo 

permitiría ampliar la cobertura y reducir los tiempos de respuesta ante casos de alto riesgo. 

En suma, superar los obstáculos institucionales y culturales identificados implica 

trascender el paradigma punitivo hacia un enfoque de derechos humanos y justicia restaurativa, en 

el que las medidas de protección sean reales, sostenibles y culturalmente sensibles. La efectividad 
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de la Ley 1761 no depende exclusivamente de su severidad penal, sino de la capacidad del Estado 

de garantizar condiciones estructurales que impidan la repetición de la violencia y que promuevan 

la autonomía, seguridad y dignidad de las mujeres. 

 

6.3. 4..1 Rol de la academia en la superación de los obstáculos 

No se puede dejar de un lado en las recomendaciones a la academia, ya que esta 

desempeña un papel decisivo en la transformación estructural de las condiciones que perpetúan la 

violencia contra las mujeres. Si bien la Ley 1761 de 2015 y la Ley 1257 de 2008 han supuesto un 

avance normativo, la persistencia de vacíos institucionales y culturales evidencia la necesidad de 

que las universidades y centros de investigación asuman un rol activo en la construcción de 

ciudadanía, justicia de género y políticas públicas con enfoque territorial (Facio & Fries, 2005). 

Desde la perspectiva de la pedagogía crítica, la educación jurídica no puede limitarse a la 

transmisión de contenidos normativos, sino que debe formar operadores del derecho con 

sensibilidad social, conciencia de género y pensamiento crítico frente a las desigualdades 

estructurales (Freire, 1970). En ese sentido, la universidad se convierte en un espacio privilegiado 

para cuestionar los sesgos patriarcales que históricamente han permeado la interpretación del 

derecho penal, civil y administrativo. 

En el contexto de Guadalajara de Buga, ciudad caracterizada por su vocación turística, 

religiosa y cultural, la articulación entre las instituciones de educación superior, las entidades 

territoriales y la sociedad civil puede generar redes académicas de incidencia local orientadas a la 

prevención del feminicidio y la promoción de los derechos de las mujeres. En particular, se 

proponen las siguientes líneas de acción: 
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1. Formación y sensibilización profesional con enfoque de género: Las universidades 

locales y regionales, como la Unidad Central del Valle del Cauca (UCEVA), pueden implementar 

módulos obligatorios sobre derechos humanos y género en los programas de Derecho, Trabajo 

Social, Psicología y Comunicación. Estas asignaturas deben vincular la teoría jurídica con el 

análisis de casos reales, promoviendo la comprensión del feminicidio como una manifestación de 

violencia estructural, tal como lo plantean Segato (2014) y Follegati (2019). 

2. Observatorios de justicia de género: La academia contribuye directamente al 

fortalecimiento de la justicia local mediante los consultorios jurídicos, los cuales están abiertos a 

todo tipo de casos, no obstante, debería existir una dependencia especializada en atención a 

víctimas de violencia de género. Estos espacios permiten que los estudiantes asesoren, bajo 

supervisión docente, a mujeres en procesos de denuncia, medidas cautelares y acompañamiento 

legal, articulándose con instituciones como el Consultorio Rosa o la Comisaría de Familia. 

Asimismo, la consolidación de observatorios académicos de género facilitaría la recolección y 

análisis de datos locales sobre violencia, permitiendo retroalimentar las políticas públicas 

municipales con evidencia científica. 

3. Producción de conocimiento e investigación aplicada: La academia debe promover 

investigaciones interdisciplinarias que vinculen derecho, sociología, psicología y salud pública 

para comprender las causas estructurales del feminicidio. Desde una perspectiva metodológica, es 

indispensable fomentar investigaciones acción-participativas, en las cuales la comunidad y las 

víctimas sean coautoras del conocimiento, rompiendo la distancia entre investigadoras y sujetos 

de estudio (Freire, 1970). En el caso de Buga, el presente estudio genera un aporte importante 

sobre esta problemática, no obstante, se pueden consolidar a futuro estudios sobre la efectividad 
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del Consultorio Rosa, los tiempos de respuesta de las rutas institucionales y el impacto real de las 

medidas cautelares. 

4. Extensión universitaria y pedagogía comunitaria: La extensión universitaria se 

convierte en una herramienta de prevención cultural. Los programas de proyección social pueden 

realizar campañas itinerantes en barrios, colegios y parroquias, orientadas a desmontar 

estereotipos, promover la denuncia y divulgar las rutas de atención. Estas acciones responden al 

mandato de responsabilidad social universitaria indicado por Alcantara (2018), que concibe a la 

educación superior como un agente transformador de las comunidades locales. 

5. Incidencia académica en la formulación de políticas públicas: La universidad puede 

y debe incidir en el diseño, evaluación y seguimiento de las políticas locales de equidad de género. 

La participación de investigadoras y docentes en los Consejos de Seguridad para la Mujer y mesas 

interinstitucionales permitiría integrar evidencia empírica y teórica a las decisiones públicas, 

superando la improvisación y favoreciendo la continuidad de los programas. De este modo, la 

academia se transforma en un actor garante del control social y del principio de corresponsabilidad 

del Estado, la sociedad y la familia, conforme a lo previsto en la Constitución Política de 1991 

(art. 43). 

En conclusión, el compromiso académico no debe reducirse a la crítica del sistema, sino 

que debe materializarse en acciones formativas, investigativas y comunitarias que fortalezcan la 

capacidad institucional de respuesta ante la violencia de género. Solo mediante esta alianza entre 

conocimiento, práctica jurídica y justicia social será posible que normas como la Ley 1761 de 2015 

trasciendan el papel para convertirse en instrumentos de transformación real en territorios como 

Guadalajara de Buga. 
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Análisis de los resultados  

 

La lectura de los resultados obtenidos en esta investigación supone, a su vez, poner de 

manifiesto las tensiones que puede haber entre el andamiaje jurídico que procura erradicar la 

violencia contra la mujer y la realidad institucional y social del municipio de Guadalajara de Buga. 

Ahora bien, desde el ámbito teórico, la Ley 1761 de 2015 (Ley Rosa Elvira Cely) es un instrumento 

jurídico de vanguardia en el entendido de haber tipificado el feminicidio como un tipo penal 

autónomo. En este sentido, esta figura, lejos de ser un acto de simplismo, es producto de un cambio 

de paradigma en el derecho penal colombiano que pasó a tipificar la identidad de género como una 

de las características constitutivas de este tipo penal (Congreso de la República de Colombia, 

2015). Sin embargo, la información empírica ha permitido concluir que este avance formal aún no 

ha llegado a traducirse en un avance en la eficacia material. 

Desde el marco conceptual y teórico, los resultados se interpretan desde la triada analítica 

de violencia estructural, continuum de la violencia y responsabilidad del Estado. En primera 

instancia, la idea de la violencia estructural lleva a dar cuenta de cómo las barreras detectadas, así 

como la inexistencia de un presupuesto, la escasa articulación institucional y la disposición de un 

refugio de forma permanente son síntomas de un sistema que reproduce las desigualdades de 

género por intermedio de la falta de acción o mediante la ineficacia del Estado. Tal como ocurre 

en Buga, donde la inexistencia de refugio a nivel municipal y la escasa influencia del Consultorio 

Rosa son prueba de esa violencia institucional la cual, no constituyendo en realidad apoyo de la 

acción con la debida consideración, se transforma en una clase de violación de derechos. 

En segundo lugar, en el Feminismo y Política como la gran disputa de América Latina 

(Follegati, 2019) sostiene que el feminicidio no debe entenderse como un hecho aislado, sino como 
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el resultado de una cadena de violencias físicas, psicológicas, económicas y simbólicas. A partir 

de la información obtenida en entrevistas con el personal del Consultorio Rosa y de la observación 

institucional, frente a la entrevista de la trabajadora social, esta indica que la mayoría de las mujeres 

que acuden a la atención presentan antecedentes de violencia intrafamiliar o de pareja, lo que 

refleja la progresividad del fenómeno y la ausencia de intervención temprana por parte de las 

autoridades competentes. 

Tal descubrimiento da apoyo a las afirmaciones de la Corte Constitucional en su 

Sentencia T-145 de 2017, que determinó aplicar protocolos de investigación y prevención en clave 

de género, sólo para interrumpir la escalada hacia la letalidad. Por último, el principio de 

responsabilidad estatal, recogido en la Convención de Belém do Pará (1994) y desarrollado por la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de Campo Algodonero vs. México (2009), 

señala que la omisión en la protección de las víctimas se constituye como una violación de 

derechos humanos autónoma.  

La contraposición de las evidencias empíricas y la doctrina contemporánea postulan y 

refuerzan esta interpretación. Afirmaciones de autores como Facio y Fries (2005) y Bourdieu 

(2000) sostienen que el derecho, a pesar de su aparente neutralidad ante una sociedad patriarcal, 

reproduce las jerarquías patriarcales si no va acompañado de una transformación cultural y 

pedagógica. El testimonio recogido en el Consultorio Rosa da cuenta de esa afirmación, por cuanto 

muchas de las mujeres que fueron víctimas desistían de denunciar por miedo a represalias o bien 

por una dependencia económica. Así, el silencio se convierte en una opción de supervivencia más 

que en una decisión. Esta situación simbólica de la violencia (Segato, 2014), a la que se refiere 

como pedagogía de la crueldad, le da a la víctima la carga de tolerar el riesgo antes que circularlo 

a la víctima o al Estado. 
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Por lo que se refiere al plano de la jurisprudencia, esta ha recorrido un camino 

significativo en la construcción del feminicidio como tipo penal que lo distingue del homicidio.  

Las sentencias C-297 (2016a) y C-539 (2016b) reafirmaron la constitucionalidad del artículo 104A 

del Código Penal y su compatibilidad con el principio de igualdad material (Corte Constitucional 

de Colombia, 2016a, 2016b). Sin embargo, el plano nacional refleja una distancia considerable 

entre la norma y su aplicación, la cual está determinada fundamentalmente por la falta de 

especialización judicial y de mecanismos funcionales de seguimiento. En el municipio de Buga, 

por ejemplo, no se identifica un protocolo explícito de ruta interinstitucional de atención a 

feminicidios que permita garantizar coherencia procesal y transparencia de los datos recabados. 

En el plano social y ético, los resultados ponen de manifiesto que la eficacia del corpus 

normativo está determinada por la condición de que exista un cambio cultural: el miedo de 

denunciar la violencia, estigma social, el influjo de las estructuras religiosas tradicionales, la 

persistencia de los estereotipos de género, etc., reflejan al final, una distancia entre el discurso de 

derechos y la práctica comunitaria. Esto obligó a replantear un uso del derecho penal no como el 

único soporte de transformación sino como parte de una serie de estrategias del conjunto de la 

sociedad que determine también la necesidad de una educación adecuada, de prevención, de 

acompañamiento psicosocial y de empoderamiento económico. 

La interpretación de los hallazgos permite inferir que la Ley 1761 del 2015 implica 

complementarse con políticas públicas sostenidas, asignaciones presupuestales establecidas y 

articulaciones con la academia y la sociedad civil. Desde el punto metodológico, la epistemología 

de la triangulación entre los datos del Observatorio de Género del Valle del Cauca (2024), el 

fichero institucional y la observación de campo permitió corroborar la hipótesis de partida de que 

la eficacia de la Ley no depende también de su existencia, sino que se encuentra supeditada a la 
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capacidad del Estado para implementarla a nivel territorial y para adaptarse a las condiciones 

culturales que perpetúan la violencia. La carencia de refugios estables en Buga, la escasa cohesión 

interinstitucional y la lentitud en la provisión de medidas cautelares, son sin duda manifestaciones 

concretas de dicha violencia estructural. 

El continuum de la violencia, elaborado por Follegati (2019), permite pensar que los 

feminicidios en el municipio no son hechos aislados, sino que son la progresión de una serie 

continua de agresiones físicas, psicológicas y económicas que no fueron adecuadamente 

acometidas. La información recogida con las entrevistas semiestructuradas de las mujeres 

atendidas en el Consultorio Rosa lo corroboran: la mayoría de las mujeres reconocen haber 

denunciado en el pasado violencia intrafamiliar sin que se les pusieran en marcha ningún 

acompañamiento integral o medidas de protección eficaces. 

La noción de la responsabilidad estatal (Corte IDH, 2009) da cuenta del análisis desde la 

parte jurídica de los resultados. La Convención de Belém do Pará sostiene que el Estado incurre 

en responsabilidad internacional si no pone en marcha medidas adecuadas de prevención, de 

investigación o de sanción en los casos de violencia de género. En este sentido, las lagunas en la 

recolección de datos, la oralidad de atención centralizada y la falta de seguimiento de la inscripción 

de órdenes de protección desde Buga constituyen indicios de una forma de violencia institucional. 

La contrastación con la doctrina y la jurisprudencia actuales pone de manifiesto que el 

fenómeno no se encuentra circunscrito al ámbito local. Autoras como Facio y Fries (2005), así 

como Bourdieu (2000), advertían que el derecho penal, pese a que en ocasiones puede parecer 

neutral en su ápice, reproduce igual estructuras patriarcales siempre que la normativa no vaya 

acompañada de mecanismos pedagógicos, de la realización de una política pedagógica 

conducentes a transformar costumbres. Esta última advertencia tiene su correlato en los 
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testimonios de las mujeres, muchas de estas víctimas reconocen tener miedo de denunciar ante una 

eventual represalia, dependencia económica, o miedo a ser estigmatizadas antes sus comunidades. 

Tal y como lo refiere Segato (2014), esa dinámica responde a una pedagogía de la crueldad y la 

violencia como herramienta de control social de los cuerpos de las mujeres. 

La información del observatorio de género del Valle del Cauca (2024) reveló la variación 

departamental en feminicidios (30 casos en 2024 contra 18 en 2023), mientras que Buga se 

mantuvo con dos casos tipificados del periodo 2018–2024, lo cual podría no resultar en la 

reducción de riesgo, sino en un posible déficit de la clasificación jurídica y de la estadística visible. 

El hecho de no tener acceso a la información solicitada a la Fiscalía General de la Nación da cuenta 

de la precariedad que tiene el sistema de registro que, junto con las advertencias de la Defensoría 

del Pueblo (2024) dando cuenta de la baja efectividad de las medidas de protección en los 

municipios intermedios (con órdenes de protección para las víctimas cumplidas cerca del 38 %). 

En cuanto a la parte metodológica, la misma adoptó un diseño cualitativo, articulado 

mediante la triangulación de técnicas documentales, de observación directa y de entrevistas, 

aunadas al proceso de triangulación teórica. Esta forma de proceder permitió la correlación de los 

datos normativos y los datos institucionales y vivenciales, evidenciando que la eficacia de la Ley 

1761 no radica solo en el castigo penal, sino también en el fortalecimiento de las capacidades 

locales de prevención y respuesta. 

La triangulación de los datos, como hemos dicho, también confirmó un déficit de justicia 

territorial: la norma se aplica de manera desigual de acuerdo con la capacidad institucional de cada 

municipio y el propio hecho de aplicar la norma ha sido una situación de inequidad en la garantía 

de derechos. Desde el ámbito social y ético, los resultados muestran cómo el silencio de las 

víctimas continúa siendo una estrategia de autoprotección frente al riesgo de revictimización, así 
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como arrastre del propio fenómeno (que genera su claudicación) marcado por estructuras 

familiares patriarcales y valores religiosos tradicionales enraizados en Buga. En su opinión, la 

emancipación solo se logra por medio de procesos educativos críticos que cuestionen las 

estructuras de dominación. De ahí que las instituciones académicas y sociales tengan que cumplir 

un papel en la formación ciudadana, así como en la sensibilización de la comunidad. 

Finalmente, y para concluir, los resultados confirman que la Ley 1761 de 2015 tiene una 

aplicación simbólica –aunque su práctica sea escasa– y la existencia del Consultorio Rosa es un 

avance institucional, pero su cobertura y recursos son insuficientes para garantizar protección 

integral. Los hallazgos han confirmado la hipótesis de que la brecha entre la norma y la realidad 

está marcada por las interacciones entre factores estructurales, institucionales y también culturales 

y que la única manera de convertir el marco jurídico en un mecanismo de justicia material y no 

solo formal es mediante la articulación coordinada entre Estado, sociedad civil y academia. 
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Conclusiones  

 

En el desarrollo del primer objetivo en el capítulo I, se permitió, estudiar las bases teóricas 

y normativas que sustentan la consideración del feminicidio como delito autónomo, en el caso 

particular de Colombia. El seguimiento del estudio teórico y normativo ha permitido establecer 

que la Ley 1761 de 2015 (Ley Rosa Elvira Cely) es un avance significativo en la consideración de 

la violencia de género como fenómeno estructural y de la consideración de la perspectiva de género 

como una perspectiva jurídica en el derecho penal. Por otro lado, doctrinalmente se ha establecido 

que el feminicidio es diferente al homicidio agravado no solo por los hechos objetivos, sino 

también por el tipo de móvil de género, que requiere una valoración contextual y subjetiva que las 

autoridades judiciales ofrecen de manera muy limitada. Así entonces, el marco normativo 

colombiano es normativamente fuerte, aunque carezca de instrumentos de ejecución que 

garanticen la justicia material y no solo formal.  

En el desarrollo del segundo objetivo específico: Analizar la efectividad de las medidas 

de protección y prevención establecidas en la Ley 1761 de 2015 en el contexto local de Guadalajara 

de Buga, y el diagnóstico institucional evidenció un débil interés por parte de las administraciones 

locales durante los períodos 2015 a 2023 en dar un desarrollo a la normatividad de la Ley 1761 de 

2015 en lo atinente a la articulación con la Ley 1257 de 2008, dado que fue en el 2024 en que bajo 

la administración de la alcaldesa Karol Martínez que el municipio de Buga cuenta con Secretaría 

de la Mujer, permitiendo así tener autonomía y presupuesto propio. También se evidenció una 

desarticulación funcional de las entidades protectoras de mujeres (Comisaría de Familia, Fiscalía, 

Secretaría de la Mujer, Consultorio Rosa, etc.); a pesar de que el municipio cuenta con andamiaje 

normativo y rutas de atención, la efectividad se ve limitada por la inexistencia de un refugio local, 

de un presupuesto estable o de personal especializado. La investigación documental junto a la 
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observación del Consultorio Rosa del Hospital Divino Niño ha dejado en evidencia que la atención 

que se brinda es principalmente diurna, sin contar con espacios de acogida seguros, lo cual vulnera 

el derecho a la protección integral establecido en el artículo 19 de la Ley 1257 de 2008. 

De igual forma, la información del Observatorio de Género del Valle del Cauca (2024) 

evidenció que a pesar de que Buga mantiene una cifra baja de feminicidios (dos feminicidios en el 

periodo de 2018 a 2024) no significa que no haya otro riesgo, sino que existe un subregistro y 

dificultades a la hora de tipificar judicialmente. De esta misma forma, las medidas de protección 

existen, sin embargo, el desarrollo territorial es muy fragmentario y reactivo y no surge en un 

sistema integral de prevención. 

En el tercer objetivo específico, se permitió identificar los principales obstáculos 

institucionales, legales, sociales y culturales respecto a la dificultad de la Ley 1761 de 2015 en 

Buga, y plantear estrategias de superación. El estudio evidenció que los principales bloqueos 

institucionales y legales provienen de la falta de instrumentos locales a largo plazo, así como de 

una débil articulación intersectorial. Las entidades locales funcionan regidas por mandatos 

nacionales, pero sin capacidad económica ni autonomía técnica para garantizar programas 

permanentes. En lo social y cultural, persisten imaginarios patriarcales, normalización de la 

violencia y dependencia económica por parte de las víctimas que se traduce en bajos niveles de 

denuncia y de tratamiento institucional. 

La comparación entre el Consultorio Rosa de Buga y la Casa Rosa de Tuluá revela que 

los municipios con refugios o planes más estratégicos logran mayor sostenibilidad en la atención 

y menor reincidencia. Desde los planos académico y comunitario, se concluye que la universidad 

y las organizaciones sociales pueden desempeñar un rol fundamental mediante la formación en 
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derechos humanos, el litigio estratégico, y los observatorios ciudadanos de género, que sirvan de 

puente entre la norma y la realidad social. 

 

Como conclusión general se tiene que, la investigación permitió determinar que, si bien 

la Ley 1761 de 2015 cumple parcialmente su finalidad en Guadalajara de Buga, la norma 

representa un avance jurídico en la visibilización del feminicidio como un delito autónomo, pero 

la puesta en práctica de la norma tiene limitaciones estructurales, institucionales y culturales. El 

sistema normativo colombiano establece el marco legal que permite la protección de las mujeres, 

y el sistema institucional local carece de los recursos, la coordinación y el seguimiento específicos 

que permiten llevar a la práctica las medidas protectoras. El municipio no tiene refugios y de ahí 

que la información sea fragmentaria, las vías de atención se cortan por falta de articulación, lo que 

constituye una forma de violencia institucional por omisión. 

A la luz del enfoque teórico de la violencia estructural (Follegati, 2019), del continuum 

de la violencia (Follegati, 2019) y de la responsabilidad del Estado (Corte IDH, 2009), podemos 

concluir que el feminicidio no es un fenómeno únicamente penal sino la manifestación de una 

estructura social y estatal que no asegura garantías y condiciones materiales de igualdad y 

seguridad. Por lo tanto, la pregunta de investigación de si ha sido efectiva la Ley 1761 de 2015 en 

la prevención y sanción del feminicidio en Buga puede ser respondida en forma parcialmente 

negativa. 

La norma ha sido efectiva en la tipificación penal de esta forma de violencia y el devenir 

de una conciencia pública, pero no ha sido eficaz en la prevención y la protección integral de las 

víctimas. Por eso, se recomienda la validación de los mecanismos locales de ejecución con 
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presupuestos propios; refugios de protección; formación permanentemente a los operadores 

judiciales y tener programas de empoderamiento económico para mujeres. Solo a partir de la 

articulación del nivel jurídico con el institucional y el social se podrá llegar a una justicia de género 

material que cumpla con el verdadero sentido de la Ley 1761 de 2015 que es el de garantizar a las 

mujeres vidas libres de violencias. 
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ANEXOS 

Anexo 1: Derecho de petición solicitando información  

Señores: 

Alcaldía Municipal de Guadalajara de Buga 

Secretaría de la Mujer, Equidad de Género y Diversidad Sexual 

Asunto: Solicitud de información pública en virtud de la Ley 1712 de 2014. 

En calidad de estudiantes que se encuentran elaborando su monografía para obtener el título de 

abogados, en su investigación en el marco de un estudio académico sobre la efectividad de las 

medidas de protección y prevención del feminicidio conforme a la Ley 1761 de 2015, solicito 

respetuosamente la siguiente información correspondiente a los años 2020 a 2025: 

1. Número de feminicidios y tentativas registrados en el municipio, discriminados por año. 

2. Número de órdenes de protección emitidas por la Comisaría de Familia y su porcentaje de 

cumplimiento. 

3. Número de mujeres atendidas por el Consultorio Rosa u otros programas municipales. 

4. Presupuesto anual asignado a programas de atención y prevención de violencia de género. 

5. Copia o referencia del protocolo municipal de atención y de las actas del Consejo de 

Seguridad para la Mujer. 

Agradezco la atención prestada y solicito respuesta dentro de los términos previstos en el artículo 

14 de la Ley 1712 de 2014. 

 

Atentamente, 

Olga Liliana. Roa 

Derly K. Tigreros 
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Anexo 2: Consultorio Rosa Buga 

 

 


